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Introducción
El presente Análisis comparativo de los protocolos estatales para la investigación ministerial, 
policial y pericial del delito de feminicidio, con enfoque de derechos humanos y perspectiva 
de género fue desarrollado en el marco de la Iniciativa Spotlight para Eliminar la Violencia 
contra las Mujeres, programa impulsado por la Organización de las Naciones Unidas y la 
Unión Europea desde el año 2018.

A partir de esta iniciativa se busca proyectar el reconocimiento de la violencia contra las 
mujeres y niñas como un fenómeno que lesiona la dignidad humana, con la finalidad última 
de que los estados adopten políticas públicas integrales, suficientes, transversales e inter-
seccionales para atemperar esta tipología de violencia.

En el caso de México, la iniciativa Spotlight se enfoca en atender todos los tipos de violencia 
contra la mujer, particularmente la violencia feminicida; se trata de un esfuerzo interagen-
cial en el cual participan seis agencias de la ONU: la entidad de las Naciones Unidas para 
la Igualdad de Género y el Empoderamiento de las Mujeres, ONU Mujeres; el Programa de 
Naciones Unidas para el Desarrollo, PNUD; el Fondo de Población de las Naciones Unidas, 
UNFPA; la Oficina de las Naciones Unidas Contra la Droga y el Delito, UNODC; la oficina 
de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, ONU-DH, y el 
Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia, Unicef.

El presente trabajo se enmarca en el conjunto de actividades encomendadas a la Oficina  
de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito en el marco de la Iniciativa Spotlight, par-
ticularmente en la actividad 4.1.8 que, como objetivo general, tiene el de estandarizar y pro-
mover la adopción de protocolos para la investigación de asesinatos de mujeres por razones 
de género (feminicidio), transversalizando la perspectiva de género, el enfoque intersectorial 
y de derechos humanos, para capacitar a fiscales, científicos forenses y oficiales de policía 
asignados a las fiscalías generales y sus áreas especializadas en la aplicación de los máximos 
estándares internacionales en la materia.

La necesidad de desarrollar la presente investigación se basa en el hecho de que, en México, 
la violencia contra las mujeres, especialmente la violencia feminicida, es un fenómeno estruc-
tural que se desarrolla en un marco social complejo marcado por la desigualdad económica 
entre hombres y mujeres y en relaciones de poder que generan entornos de discriminación, 
lo cual afecta el desarrollo adecuado de los derechos humanos de las mujeres y niñas.

De esta forma, el estudio comparativo tuvo como finalidad realizar un análisis pormenori-
zado de los protocolos vigentes en todos los estados de la República, dirigidos a orientar la 
investigación policial, pericial y ministerial de feminicidios con criterios de perspectiva de 
género y enfoque de derechos humanos.

Así, este trabajo contribuye a generar conocimientos teórico-metodológicos que, basados en 
el análisis de buenas prácticas y áreas de oportunidad del marco jurídico mexicano, han de 
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conducir a consolidar las acciones de igualdad sustantiva frente a los retos que la violencia 
feminicida plantea al sistema de justicia penal.

Para la elaboración del análisis comparativo se identificaron y consultaron tanto literatura 
especializada como protocolos e instrumentos rectores sobre la violencia contra las muje-
res en el ámbito internacional; asimismo se efectuaron procesos de minería de información 
y matrices de análisis con más de 60 indicadores formales y sustantivos, al tiempo que se 
operacionalizaron los criterios de análisis mediante reglas de agregación.

En ese sentido, se leyeron y analizaron minuciosamente más de 1,870 páginas de protocolos 
de 27 entidades federativas y del protocolo de la Fiscalía General de la República (FGR) y, 
finalmente, los resultados se sistematizaron y procesaron mediante un ranking numérico y 
una agrupación por categorías, correspondientes a cinco grandes conjuntos que coinciden 
con las etapas generales del proceso de investigación y se refieren a primeras diligencias, 
investigación inicial, investigación complementaria, litigio y transversalidad, identificando 
a los operadores directos e intervinientes complementarios.

Lo anterior permitió visualizar la situación en que, desde distintas perspectivas, se encuen-
tran los protocolos, de tal manera que se identificó a los mejor evaluados en las dimensio-
nes formal y sustantiva a aquéllos con calificaciones no aprobatorias y a los que significan 
buenas prácticas, así como la participación de los operadores por cada macroproceso de 
la investigación.

Si bien la Iniciativa Spotlight en México se enfoca en tres estados (Chihuahua, Estado de 
México y Guerrero), especialmente en los municipios de Ciudad Juárez, Chihuahua, Eca-
tepec de Morelos, Naucalpan de Juárez y Chilpancingo de los Bravo, el presente análisis 
comparativo abarca todos los protocolos para la investigación del feminicidio existentes a 
nivel estatal y federal; no obstante, en los apartados correspondientes se puede advertir el 
análisis específico sobre los territorios Spotlight.

El documento culmina con un apartado que recoge los principales hallazgos del análisis, re-
comendaciones relevantes y buenas prácticas, orientados a la elaboración de un Protocolo 
Nacional para la Investigación Policial, Pericial y Ministerial de los Feminicidios.
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El fenómeno del feminicidio, entendido como el asesinato de mujeres por razones de género, 
se caracteriza por su complejidad y constituye la forma de violencia más extrema en contra 
de mujeres y niñas.

El primer paso para comprender este fenómeno radica en su conceptualización teórica y, 
luego, en su presencia, tendencia, frecuencia e intensidad en la realidad empírica. En ese 
sentido, esta sección expone brevemente el tratamiento que se le ha dado en la literatura 
especializada, la tipificación del delito en los diversos códigos penales a nivel nacional y, 
finalmente, la forma en que el término se ha operacionalizado.

1.1 Violencia contra las mujeres y niñas
En un primer antecedente, el concepto de feminicidio se inscribe en una categoría denomi-
nada violencia en contra de mujeres y niñas o violencia de género; es decir, la violencia por 
el solo hecho de ser mujer (Lagarde, 2006).

Mientras que, por violencia, de acuerdo con la Organización Mundial de la Salud (OMS), se 
entiende “el uso deliberado de la fuerza física o el poder, ya sea en grado de amenaza o efec-
tivo, contra uno mismo, otra persona o un grupo o comunidad, que cause o tenga muchas 
probabilidades de causar lesiones, muerte, daños psicológicos, trastornos del desarrollo o 
privaciones” (WHO, 1996).

Dentro de este amplio concepto se distinguen distintos tipos, cuya combinación puede de-
rivar en formas cada vez más dañinas y lesivas para las víctimas. La tipología utilizada por la 
OMS (figura 1) distingue dos grandes dimensiones: según el autor, o bien, según su propia 
naturaleza.
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MARCO TEÓRICO Y EMPÍRICO SOBRE FEMINICIDIO EN MÉXICO

Figura 1. Tipología de la violencia

Fuente: OMS, 2013a.
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Desde la perspectiva del autor se distingue la violencia autoinfligida, es decir, la que se ma-
terializa mediante comportamiento suicida o autolesiones; la violencia colectiva, que puede 
ser de naturaleza social, política o económica se caracteriza por ser de naturaleza estructural 
y suele aparecer en medio de conflictos armados, genocidio, crimen organizado o violacio-
nes sistemáticas a los derechos humanos y la violencia interpersonal, en los que la violencia 
contra mujeres y niñas suele agudizarse.

En esta última dimensión es donde la familia, pareja o comunidad, ya sean amistades o ex-
traños, son los perpetradores de violencia de naturaleza física, sexual, psicológica o por 
privaciones o desatención (OMS, 2013a).

Figura 2. Prevalencia de violencia según naturaleza

Fuente: Inegi, 2016.

Con base en dicha tipología, en México la prevalencia de la violencia contra mujeres y ni-
ñas supera a la mitad de la población femenina. Por ejemplo, de las mujeres de 15 años y 
más, 66.1% ha sufrido algún episodio de violencia en al menos un ámbito de su vida escolar, 
laboral o familiar. Entre quienes han padecido violencia, la más frecuente es la emocional 
(49%) seguida de la sexual (41%) y la física (41%), mientras que una de cada tres mujeres con 
incidentes de violencia refiere que fue de tipo económico bajo la forma de privaciones, con-
trol de los ingresos monetarios del hogar, o bien, con cuestionamientos sobre la forma de 
utilizarlos (figura 2).

Por ámbito, entre 20% y 25% de las mujeres fueron víctimas de violencia en el año anterior 
a la aplicación de la Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones en los Hogares 
(Endireh): 1 de cada 4 sufrió violencia de pareja, 23.3% violencia comunitaria, 22.5% violencia 
laboral, 17.4% violencia escolar (los compañeros fueron los principales agresores) y una déci-
ma parte violencia familiar (hermanos y padres concentraron más de 40% de las agresiones 
de cualquier naturaleza) (Inegi, 2016).

Violencia emocional 
49%

Violencia sexual 
41%

Violencia física 
34%

Violencia económica 
29%

Víctima No víctima
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Al indagar sobre la violencia sexual en la infancia, se sabe que 1 de cada 10 mujeres fue vícti-
ma y, de ellas, más de 60% padeció tocamientos y una cuarta parte fue obligada a sostener 
relaciones sexuales bajo amenazas o uso de la fuerza. Los principales agresores fueron los 
tíos (20.1%) y primos (15.7%) y, en menor medida, vecinos o conocidos (16.0%) (Inegi, 2016).

En este panorama de violencia se enmarca el concepto de feminicidio, el cual constituye no 
solo una modalidad de violencia, sino la más extrema forma de agresión en contra de la vida 
de mujeres y niñas.

1.2 Violencia feminicida
El término femicidio (femicide) fue utilizado por vez primera en 1801 en el Reino Unido para 
referirse al asesinato de una mujer en el texto A Satirical View of London at the Commen-
cement of the Nineteenth Century (Corry, 1801). Sin embargo, hasta mediados de la década 
de los setenta del siglo pasado fue cuando cobró significado como un concepto de género 
al definirse como el asesinato de mujeres por hombres por el hecho de ser mujeres (Rusell, 
2006). No obstante, en su traducción al español, el término femicidio entendido como el ho-
micidio de mujeres lucía incompleto. Así, para Lagarde era necesario renombrar el fenómeno 
bajo un concepto más amplio que incorporara la responsabilidad estatal en la prevención y 
atención de éste, pues un crimen acompañado de impunidad implicaba la inacción del Es-
tado, motivando ello la ocurrencia de nuevos crímenes semejantes.

De esta manera, el feminicidio puede ser entendido como “el conjunto de delitos de lesa hu-
manidad que contienen los crímenes, los secuestros y las desapariciones de niñas y mujeres 
en un cuadro de colapso institucional. Se trata de una fractura del Estado de derecho que 
favorece la impunidad” (Lagarde, 2006: 20).

En este marco, también se ha reconocido que el feminicidio no solamente se refiere a la 
muerte de mujeres, sino a la progresión de actos violentos que incluyen maltrato emocional, 
psicológico, físico, acoso y violencia sexual, abuso infantil, violencia doméstica y toda acción 
tolerada por el Estado que derive en la muerte de mujeres (ONU-Mujeres, 2014; LGAMVLV).

A diferencia del homicidio, el feminicidio suele ser cometido por la pareja actual o anterior 
de la víctima, e incluir maltrato sistemático en el hogar, amenazas, intimidación y violencia 
sexual, pero, sobre todo, ocurre en situaciones en que las mujeres están en una condición 
de desventaja o asimetría de poder y recursos con respecto de sus victimarios (OMS, 2013b).

Como resultado de los distintos ámbitos y contextos del feminicidio se distinguen varios tipos 
y modalidades que, en términos generales, comparten una característica común: el desprecio 
por la mujer y su cuerpo que se legitima por una percepción social desvalorizadora, hostil y 
degradante de ellas (Lagarde, 2006).

Por ejemplo, dentro de la gran diversidad de crímenes que pueden ocurrir contra mujeres y 
niñas se encuentran el feminicidio íntimo, que es aquel cometido por la pareja o expareja, 
los crímenes “de honor” perpetrados para “proteger” la reputación frente a la comunidad, 
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los asesinatos relacionados con la dote, de odio aleatorios o sistémicos perpetrados por un 
desconocido para la víctima, suicidios forzados, feticidio selectivo por sexo, muerte por mu-
tilación genital o feminicidio como objetivo de guerra (Vives-Cases, et al., 2016).

A su vez, estos feminicidios pueden agruparse en dos grandes categorías: los feminicidios 
activos o directos, donde la intencionalidad es un componente principal, y los feminici- 
dios pasivos o indirectos, que están asociados con una consecuencia de la violencia machista 
como la muerte derivada de abortos inseguros o clandestinos, muerte por mutilación genital 
o defunciones por negligencia, privación o maltrato (ONU-Mujeres, 2014).

1.3 El feminicidio a partir  
de la realidad empírica
A partir de las anteriores concepciones teóricas, los sistemas estatales se han propues-
to definir y delimitar sus expresiones materiales para tipificar y perseguir el feminicidio  
como delito. Así, en México, de acuerdo con la Ley General de Acceso de las Mujeres a una 
Vida Libre de Violencia, la violencia feminicida es la forma extrema de violencia de género 
contra las mujeres en los ámbitos público y privado que puede estar asociada a impunidad 
social y del Estado y culminar en homicidio y otras formas de muerte violenta de mujeres.

Aunque ese proceso es incipiente, a la fecha se tiene conocimiento de que solo 11 de las 
32 entidades federativas cuentan con unidades de análisis de contexto,1 siendo que el  
Estado de México ha logrado consolidar la unidad adscrita a la Subprocuraduría para la 
Atención de Delitos Vinculados a la Violencia de Género.2 

En esfuerzos particulares, Puebla y la Ciudad de México han realizado acciones para esta-
blecer unidades de análisis de contexto relacionadas específicamente con delitos contra las 
mujeres, pues para otros fenómenos delictivos, como desaparición de personas3 o corrup-
ción4 se han creado estructuras análogas en otras entidades.

Asimismo se ha documentado que aun cuando en otros estados existen unidades de análi-
sis de contexto, comparten funciones con la investigación de otros delitos como secuestro 

1. Estas unidades creadas en el marco del de las declaratoria de Alerta de Violencia de Género contra las Mujeres 
(AVGM), cuyo fundamento se encuentra en la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia 
(LGAMVLV) y su Reglamento, tienen como propósito aportar información para fortalecer líneas de investigación 
mediante la elaboración de análisis antropológicos, sociológicos y psicosociales que permitan identificar, entre 
otros temas, las dinámicas del fenómeno delictivo que tiene entre sus principales víctimas a las mujeres.

2. Quintana Roo, Jalisco (por medio de la Dirección General de Análisis de Contexto de la Fiscalía para la inves-
tigación en casos de feminicidio), Colima, Chiapas, Morelos, Michoacán, San Luis Potosí, Sinaloa y Veracruz; 
mientras que de los territorios Spotlight se consideró la creación de unidad en el Estado de México y Guerrero.

3. Nuevo León y Michoacán.

4. Colima y Tlaxcala.
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u homicidio o con fenómenos delictivos particulares,5 mientras que Campeche, Durango, 
Hidalgo, San Luis Potosí, Yucatán y Zacatecas no disponen de este tipo de estructura para 
la investigación particular de los delitos.

Con respecto de las fiscalías especializadas se tiene registrada la existencia de 21 en todo el 
país, que representan menos de 1% de las agencias disponibles en México. Al cierre de 2018, 
Campeche, Guerrero, Michoacán, Nayarit, Puebla, Querétaro, Yucatán y Zacatecas disponían 
de una fiscalía especializada en homicidios, mientras que Coahuila, Chihuahua, Estado de 
México, Oaxaca y Tabasco reportaron la existencia de dos unidades, y solo Morelos informó 
que disponía de tres (Inegi, 2019a).

Por otro lado, se destacan las acciones que se han materializado en las modificaciones del 
marco legal en concordancia con las definiciones de feminicidio. De acuerdo con la Ley Ge-
neral de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, la violencia feminicida es la 
forma extrema de violencia de género contra las mujeres en los ámbitos público y privado, 
que puede estar asociada a impunidad social y del Estado y culminar en homicidio y otras 
formas de muerte violenta de mujeres.

De manera particular, y luego de una revisión de los códigos penales de cada una de las en-
tidades federativas y el federal, se encontró que todas las legislaciones penales coinciden 
en tipificar al feminicidio como la privación de la vida de una mujer en la que intermedian 
razones de género. El elemento normativo “razones de género” diferencia el tipo de femini-
cidio del homicidio.6

En esta revisión se constató que todos coinciden en señalar cuatro razones de género como 
elementos normativos: presencia de violencia sexual; identificación de lesiones o mutilacio-
nes previas o posteriores a la muerte, incluyendo las de carácter infamante; la existencia de 
antecedentes o actos de amenaza o violencia, y exposición o arrojamiento del cuerpo de la 
víctima a la vía pública (tabla 1).

5. Es el caso de Aguascalientes, Baja California, Baja California Sur, Ciudad de México, Coahuila, Chihuahua, 
Guanajuato, Michoacán, Oaxaca, Querétaro, Nayarit, Sonora, Sinaloa, Tabasco, Jalisco y Tamaulipas.

6. La constitucionalidad del tipo penal de feminicidio ha sido revisada por la Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación al resolver el Amparo directo en revisión 652/2015. En dicho caso, la Corte tuvo que 
resolver la interrogante si el tipo penal de feminicidio consistía en un tipo penal discriminatorio. Al realizar una 
examinación del tipo penal de feminicidio previsto en el Código Penal de Guanajuato, y al aplicar un examen de 
proporcionalidad, la Corte determinó que el tipo penal de feminicidio no era inconstitucional y que su tipificación 
“responde a una finalidad constitucional, pues busca lograr un mayor alcance y protección de los derechos de 
las mujeres, en especial, el derecho a vivir libres de cualquier tipo de violencia, de forma que las conductas de-
lictivas que atenten contra su vida deben estar sustentadas y motivadas en razones de género”. De esta manera 
se consideró que la tipificación de esta conducta es una medida estatal objetiva y racional que instrumentaliza 
la equidad al proporcionar mecanismos de protección a la integridad de las mujeres que han sufrido violencia, 
y que la punibilidad de privación de la vida de una mujer por razones de género tiene como fin el equilibrar el 
ejercicio de los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales de las mujeres.
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Se identificó que solo Chihuahua, entidad de los hechos que dieron origen a la sentencia 
denominada Campo Algodonero,7 considerado el caso más emblemático de feminicidios 
en México y que evidenció las deficiencias del sistema de justicia penal y de sus operadores  
en la materia, no considera en su código penal que la exposición del cuerpo de una mujer o 
su exhibición en circunstancias tales que pueda ser visto por otras personas sea una razón 
de género, sino solo una agravante del homicidio.

Por lo que respecta a otras razones de género, en algunos códigos penales (tabla 1) se consi-
deran como razones de género la relación de parentesco por consanguinidad entre víctima y 
victimario y la existencia de relaciones que implican confianza, subordinación o superioridad 
como aquellas de amistad, laborales o docentes, así como aquellos crímenes que ocurren  
en contextos de incomunicación de la víctima, independientemente de su duración.

Otros códigos consideran que existe una razón de género típica cuando el sujeto activo entie-
rra u oculta el cuerpo de la víctima, o cuando participan funcionarios públicos en la privación 
de la vida de una mujer. En esta última hipótesis se advierte que dicho elemento normativo 
constituye una forma de reconocer la responsabilidad estatal en la prevención, investigación 
y sanción de estos delitos, lo cual resulta acorde con la definición propuesta por Lagarde.

Tabla 1. Razones de género tipificadas en los códigos penales de México

Código Penal 
Federal

Presencia 
de violencia 

sexual

Identificación 
de lesiones o 
mutilaciones 

previas o 
posteriores  
a la muerte

Antecedentes 
o actos de 
amenaza  

o violencia

Exposición de 
cuerpo en la 
vía pública

Exposición o 
arrojamiento 
del cuerpo de 
la víctima a la 

vía pública

Federal

Aguascalientes

Baja California

Baja California Sur

Campeche

Coahuila 

Colima

Chiapas

Chihuahua

Ciudad de México

Durango

Guanajuato

7. Véase Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México. 
Sentencia de 16 de noviembre de 2009 (excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas). Disponible en http://
www.ordenjuridico.gob.mx/JurInt/STCIDHM3.pdf. Fecha de consulta (26.12.2019).
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Código Penal 
Federal

Presencia 
de violencia 

sexual

Identificación 
de lesiones o 
mutilaciones 

previas o 
posteriores  
a la muerte

Antecedentes 
o actos de 
amenaza  

o violencia

Exposición de 
cuerpo en la 
vía pública

Exposición o 
arrojamiento 
del cuerpo de 
la víctima a la 

vía pública

Guerrero

Hidalgo

Jalisco

Estado de México

Michoacán 

Morelos

Nayarit

Nuevo León

Oaxaca

Puebla

Querétaro

Quintana Roo

San Luis Potosí

Sinaloa

Sonora

Tabasco

Tamaulipas

Tlaxcala

Veracruz 

Yucatán

Zacatecas

Código Penal 
Federal

Razón de 
parentesco por 
consanguinidad

Relación que 
implique 

confianza, 
subordinación 
o superioridad

Incomunicación 
de la víctima

Exposición de 
cuerpo en la 
vía pública

Otras 

Federal

Aguascalientes

Baja California

Baja California Sur

Campeche
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Código Penal 
Federal

Razón de 
parentesco por 
consanguinidad

Relación que 
implique 

confianza, 
subordinación 
o superioridad

Incomunicación 
de la víctima

Exposición de 
cuerpo en la 
vía pública

Otras 

Coahuila 

Colima

Chiapas

Chihuahua

Ciudad de México

Durango

Guanajuato

Guerrero

Hidalgo

Jalisco

Estado de México

Michoacán 

Morelos

Nayarit

Nuevo León

Oaxaca

Puebla

Querétaro

Quintana Roo

San Luis Potosí

Sinaloa

Sonora

Tabasco

Tamaulipas

Tlaxcala

Veracruz 

Yucatán

Zacatecas

Fuente: elaboración propia con base en los códigos penal federal y locales.
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Destaca que los códigos penales para los estados de Aguascalientes y Quintana Roo consi-
deran como elemento normativo, que equivale a una razón de género, que la víctima haya 
sido obligada a ejercer prostitución. Por su parte, los de Aguascalientes y Tabasco también 
consideran como razón de género que el perpetrador haya abusado o usado su cargo público 
para cometer el crimen.

Las codificaciones de Baja California Sur y Oaxaca consideran como razón de género cuando 
el cuerpo de la víctima haya sido enterrado. Los tipos penales de Colima, Sinaloa y Sono-
ra consideran que es una razón de género que la víctima se haya encontrado en estado de 
indefensión o vulnerabilidad. Por su parte, los de Nayarit, Tlaxcala, Chihuahua, Oaxaca y 
Puebla consideran como razón de género la existencia de misoginia odio o discriminación. 
En Guanajuato y Jalisco se tipifica como razón de género cuando la víctima haya sido vejada 
o se encuentren indicios de humillación. Mientras que la homofobia es una razón de género 
en Jalisco y en Puebla cuando hay existencia de celos. En Quintana Roo se perseguirá como 
feminicidio si la privación de la vida la realiza un conductor de algún transporte de pasajeros, 
mientras que en Yucatán se actualizará la hipótesis de feminicidio cuando se pruebe preten-
sión infructuosa de establecer un vínculo íntimo o sentimental con la víctima.

De esta manera, se advierte que existe una diversidad de hipótesis que constituyen razones 
de género para efectos de considerar la tipicidad.8 Esta heterogeneidad normativa incide 
en la complejidad para unificar los procedimientos para investigar y perseguir el delito  
de feminicidio entre las entidades federativas, que se suma a los obstáculos para acreditar-
lo9 y, en consecuencia, para estimar con precisión el número de casos que han ocurrido, tal 
como se expone en la siguiente sección.

1.3.1 Panorama estadístico sobre 
mortalidad de mujeres

En México existen dos fuentes primarias de información10 sobre mortalidad y agresiones en 
contra de mujeres, que son el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad  

8. En la tabla 1 se señalan en color verde las razones de género incluidas en los códigos penales federal o de las 
entidades federativas y en color rojo si esta razón no se incluye.

9. Véase el informe de implementación del tipo penal de feminicidio en México del Observatorio Ciudadano 
Nacional del Feminicidio, disponible en https://observatoriofeminicidio.files.wordpress.com/2018/05/envian 
do-informe-implementaciocc81n-del-tipo-penal-de-feminicidio-en-mecc81xico-2014-2017-1.pdf. Fecha de con-
sulta (02.01.2019).

10. Una tercera fuente corresponde a los censos nacionales de gobierno, procuración e impartición de justicia 

también a cargo del Inegi que aportan información sobre presuntos delitos, víctimas y responsables registra- 

dos en intervenciones policiales, carpetas de investigación y causas penales, así como disponibilidad sobre perso-

nal en las fiscalías especializadas. No obstante, en este reporte no se incluyó dicha información por dos motivos. 

El primero, porque la información de los censos se produce con un año de rezago que, en el mejor de los casos, 

permitiría comparar y realizar un contraste con los datos generados por el SESNSP para los años 2015 a 2017. El 

segundo, porque la información disponible en los censos de procuración es reportada por la misma autoridad que 
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Pública (SESNSP) y el Inegi; sin embargo, ninguna de ellas permite contabilizar con precisión 
el número de feminicidios, porque dichas fuentes11 refieren presuntos hechos delictivos y 
presuntas víctimas.

Aunado a lo anterior, el registro de mortalidad a cargo del Sistema Nacional de Salud y que 
alimenta al registro administrativo del Inegi, no distingue intencionalidad y solo registra los 
medios utilizados para la comisión de homicidios.

No obstante, y como se expone en las siguientes secciones, la información que producen 
dichas fuentes constituye una brújula empírica para ubicar fácticamente el fenómeno y res-
ponder preguntas de orientación; por ejemplo, ¿cuáles son los medios para la comisión de 
homicidios donde las víctimas son mujeres? ¿Dónde mueren más mujeres por agresión? ¿En 
qué entidad se registran más carpetas de investigación por el delito de feminicidio?, entre 
otras que resultan de interés para caracterizar el problema.

1.3.1.1 Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional  
de Seguridad Pública

En primer lugar, se dispone de la información recopilada por el SESNSP, que corresponde al 
número de presuntos delitos en carpetas de investigación y de presuntas víctimas registrados 
en estos expedientes, según entidad federativa y año de ocurrencia. Como se observa en el 
gráfico 1, dentro de una carpeta de investigación por el delito de feminicidio puede existir 
más de una víctima y se constata que tanto los delitos de feminicidio como las víctimas han 
aumentado. Así en 2015 se registraron 411 delitos asociados a 426 víctimas y para 2018 tanto 
el número de víctimas como el de delitos se habían duplicado (gráfica 1).

Es importante precisar que la información del SESNSP proviene de las procuradurías y fisca-
lías generales de justicia a partir de los registros alimentados en las agencias del Ministerio 
Público, que corresponden a presuntos hechos delictivos o víctimas, cuyos tipos penales 
pueden ser actualizados o reclasificados según el avance de las investigaciones.

En ese sentido, esta fuente no aporta información sobre hechos confirmados, aunque des-
de 201512 se reconoce un gran avance en términos de disponibilidad estadística pues, desde 
entonces, el SESNSP da a conocer mensualmente el número de feminicidios registrados en 

transmite información al SESNSP y se correría el riesgo de duplicar información, mientras que, para la información 

proveniente de los operadores que participan en la etapa policial, procesal o en el marco del sistema penitencia-

rio, se presenta un problema de trazabilidad, pues no es posible conocer con exactitud la correspondencia entre 

expedientes registrados en una etapa u otra y también se correría el riesgo de duplicarla.

11. En el caso de Inegi, la información es reportada en los Censos de Gobierno, de Procuración y de Impartición 
de Justicia.

12. En este año, con base en el Acuerdo 09/XXXVII/14 del Consejo Nacional de Seguridad Pública, publicado en 
el Diario Oficial de la Federación en enero de 2015, se instruyó el establecimiento de una nueva metodología para 
generar información sobre delitos como feminicidio, violencia familiar, trata de personas y violencia de género, 
que anteriormente se encontraban clasificados como “otros delitos del fuero común”.
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carpetas de investigación iniciadas en las agencias del Ministerio Público de todo el país, 
así como el número de víctimas asociadas,13 distinguiendo modalidad14 y rango de edad.15

De tal forma que, en 2015, a nivel nacional se registraron 411 feminicidios; en 2016, fueron 
602, lo que significó un aumento de 46.5%; en 2017, con un total de 742, el incremento fue 
de 23.3% respecto del año 2016, mientras que, en 2018, la cifra alcanzó 885 casos, 19.3% de 
aumento respecto de 2017.

Con base en este conteo, para todos los años de estudio se registró un aumento en el registro 
del delito de feminicidio, tal como se muestra en la gráfica 1.

Gráfica 1. Evolución del número de delitos de feminicidio y número de víctimas

Fuente: elaboración propia con base en SESNSP, 2019.

La cifra acumulada entre 2015 y septiembre de 2019 fue de 3,366 indagatorias iniciadas por 
feminicidio, lo que equivale a una media de casi 2 casos diarios, con incrementos acelerados 
en algunas entidades federativas.

Por ejemplo, a septiembre de 2019, en Durango, Puebla y Veracruz se habían iniciado el tri-
ple de carpetas de investigación por este delito en comparación con 2018, mientras que en 
Quintana Roo se duplicó el número de carpetas en el mismo periodo.

Al hacer un análisis entre la evolución de la cifra de carpetas abiertas y la fecha de emisión 
de los protocolos para la investigación del feminicidio en el país, se encontró que 10 entida-
des mostraron incrementos luego de que éstos últimos entraron en vigor. Por ejemplo, en 

13. Ver “Lineamientos para el registro y clasificación de los presuntos delitos de feminicidio para fines estadísti-
cos”, Conferencia Nacional de Procuración de Justicia, 5 de marzo de 2018.

14. En el registro solo se distinguen los perpetrados con arma blanca, de fuego, otro elemento y no especificado.

15. Solo se consideran los rangos de entre cero y 17 años, de 18 años y mayores y no especificado. Para efectos 
del presente documento, se consideran como niñas a todas las víctimas mujeres menores de dieciocho años, de 
conformidad con el artículo primero de la Convención sobre los Derechos del Niño, que señala lo siguiente: “Para 
los efectos de la presente Convención se entiende por niño todo ser humano menor de dieciocho años, salvo que, 
en virtud de la ley que le sea aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de edad”.

2015 2016 2017 2018

Feminicidios registrados Víctimas de feminicidio

411

602

742

885

426

642

766

906
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Querétaro se observó un incremento de 600% al pasar de 1 caso en 2017, fecha en que se 
emitió el protocolo, a 7 casos en 2018, mientras que en Aguascalientes el incremento fue de 0  
a 4 casos para el mismo periodo y fecha de emisión. Otros incrementos sustanciales se ob-
servaron en Quintana Roo al pasar de 4 a 8 casos entre 2017 y 2018 y en Coahuila al pasar de 
12 a 21 entre 2018 y 2019.

De forma consistente, también se identificaron disminuciones en el número de homicidios 
dolosos cometidos en contra de mujeres, que representaría el tipo penal aplicable antes de 
la actualización de los códigos penales y de la emisión de los protocolos respectivos. Así, en 
Aguascalientes la cifra disminuyó 56%, en Coahuila 46%, en Zacatecas 38% y en Querétaro 
33% y solamente en Quintana Roo se observó un incremento de 28% (SESNSP, 2019).

Así, y sin intención de establecer alguna causalidad, se identificó en varios estados que al 
año siguiente en que entró en vigor su protocolo de investigación de feminicidio hubo un 
crecimiento en el número de carpetas de investigación abiertas por este delito, siendo pro-
bable que en dicho incremento haya influido una mejor calidad en los procedimientos de 
investigación y en el registro delictivo.

En este mismo contexto destaca el caso de Baja California Sur, que es la única entidad del 
país que a la fecha no cuenta con un protocolo propio ni utiliza el de la Fiscalía General de 
la República –como lo manifiestan otros estados– (ver Anexo 1) y, al mismo tiempo, no abrió 
ninguna carpeta de investigación relativa a este delito entre 2015 a 2019. Esta situación no 
puede interpretarse como la no ocurrencia de casos, sino como una posible clasificación 
errónea de la estadística, motivada por la falta de regulación administrativa que oriente en 
qué casos debe iniciarse un procedimiento penal por feminicidio ante muertes de mujeres 
ocurridas, aparentemente, en condiciones accidentales, de feminicidio pasivo o de suicidio, 
que han tenido un comportamiento al alza, tal como se aprecia en la gráfica 2.

Gráfica 2. Número de suicidios de mujeres en Baja California Sur (1991-2018)
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Fuente: elaboración propia con base en Inegi, 2019b.
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En lo que corresponde a la tasa de delitos por cada 100 mil mujeres, el registro para el año 
2015 fue de 0.66, el cual ascendió cada año hasta alcanzar una tasa de incidencia de 1.38 
feminicidios; esto significa un incremento de 109.1% en un periodo de cuatro años.

En cuanto a la modalidad mediante la cual se cometieron los feminicidios en el periodo 2015-
2019, se identificó que en 4 de cada 10 casos se utilizaron armas blancas o armas de fuego; 
en 5 de cada 10 se usaron otros elementos y en 1 de cada 10 no se especificó el mecanismo 
o medio tal como se muestra en la tabla 2.

Tabla 2. Medio para la comisión de presuntos feminicidios

Modalidad 2015 2016 2017 2018 2019 (sep) Acumulado

Con arma blanca
Variación porcentual anual %

74 107 145 172 154 652

- 44.6 35.5 18.6 - -

Con arma de fuego
Variación porcentual anual %

56 139 193 198 155 741

- 148.2 38.8 2.6 - -

Con otro elemento
Variación porcentual anual %

228 302 366 445 356 1,697

- 32.5 21.2 21.6 - -

No especificado
Variación porcentual anual %

53 54 38 70 61 276

- 1.9 -29.6 84.2 - -

Total 411 602 742 885 726 3,366

Fuente: elaboración propia con base en SESNSP, 2019.

Al considerar los rangos de edad, se advierte que 77.8% de las víctimas de feminicidio tenía 
18 o más años, 9.6% eran niñas de entre 0 y 17 años y en 12.7% de los casos no se especificó 
la edad.

En esta estadística destaca el incremento en el número de víctimas menores de edad, que 
pasó de 66 a 88 niñas entre 2017 y 2018, equivalente a un aumento de 33.3% y de 76.0%, con 
respecto de 2015 (gráfica 3).

Al considerar el número de víctimas registradas en carpetas de investigación abiertas por 
entidad federativa, de las 3,488 víctimas contabilizadas entre enero de 2015 y septiembre de 
2019, casi la mitad (49.2%) se acumularon en seis entidades: 13.0% en Veracruz (454 casos); 
11.0% en el Estado de México (385 casos); 6.5% en la Ciudad de México (228 casos), en Sinaloa 
(226 casos); y, 6.0% en Jalisco y Oaxaca (211 casos en ambos), respectivamente (gráfica 4).

Con el propósito de obtener una medida estandarizada por población que permita realizar 
comparaciones, se calculó la tasa de víctimas de feminicidio por cada 100 mil mujeres y se 
elaboró un ranking para ubicar el lugar que las entidades federativas ocuparon entre 2015 
y 2019.
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Gráfica 3. Número de víctimas por rango de edad, 2015-2018
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Fuente: elaboración propia con base en SESNSP, 2019.

Gráfica 4. Número de víctimas de feminicidio por entidad federativa
(Cifra acumulada 2015-septiembre 2019)

Fuente: elaboración propia con base en SESNSP, 2019.
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De esta forma, se identificó que, en 2015, Sonora tuvo la tasa más elevada con 1.66 víctimas 
por cada 100 mil mujeres, mientras que la tasa nacional fue de 0.69; en segundo y tercer lugar 
se encontraron los estados de Jalisco y Morelos con tasas de 1.61 y 1.51, respectivamente.

En 2016, el estado de Colima se ubicó en el primer lugar del ranking con una tasa de 6.22, 
superando la tasa nacional de 1.03; Oaxaca en segundo lugar con una tasa de 4.18 y Morelos 
en tercer lugar con una tasa de 2.98 víctimas por cada 100 mil mujeres.

En 2017, las tasas más altas se registraron en Sinaloa, Morelos y Oaxaca, con tasas de 5.43, 
2.94 y 2.93, respectivamente, superando la tasa nacional de víctimas de feminicidio, que 
ascendió a 1.21 en ese año.

En 2018, Colima registró una tasa de 3.40, con lo cual dicha entidad federativa obtuvo la más 
alta del país, seguida de Sinaloa con 3.14 y Tabasco con 3.13 casos por cada 100 mil mujeres, 
cuando fue de 1.42 la tasa nacional.

Finalmente, con corte de información a septiembre de 2019, Veracruz se ubicó como la en-
tidad federativa con la mayor tasa de feminicidios en el país: 3.34, seguida de Morelos con 
2.69 y Sinaloa con 2.16, superando la tasa nacional de 1.16 víctimas por cada 100 mil mujeres 
(tabla 3).

En lo que respecta a los territorios donde se implementa la Iniciativa Spotlight, el Estado de 
México ocupó, en promedio, la posición 15 entre 2015 y septiembre de 2019, mientras que 
Guerrero osciló entre la posición 11, en 2018, y la 22, en 2015. Destaca el caso de Chihuahua, 
que había ocupado posiciones entre 22 y 26 entre 2015 y 2017, pero para 2018 y 2019 ocupó 
los lugares 8 y 9 con un incremento significativo en la tasa de presuntos feminicidios que 
colocaron a la entidad solo por detrás de estados como Sinaloa, Colima, Veracruz, Morelos, 
Tabasco o Nuevo León.

1.3.1.2 Instituto Nacional de Estadística y Geografía

Los datos más completos sobre defunciones en el país se encuentran en los registros admi-
nistrativos de mortalidad del Inegi. No obstante, el diseño del registro impide diferenciar 
entre feminicidios y el resto de los homicidios cometidos contra mujeres y niñas.16

Lo anterior obedece a que, al tratarse de un sistema registral sobre mortalidad, aporta infor-
mación sobre las características del fallecido, pero no repara en la tipicidad penal, y menos 
aún sobre la existencia de razones de género. De hecho, mediante este registro tampoco es 
posible distinguir a una víctima de homicidio culposo de una víctima de homicidio intencional.

16. Ello aun cuando México ha signado o forma parte de múltiples convenciones internacionales donde se han 
emitido recomendaciones para que los gobiernos nacionales adopten un sistema estadístico preciso, minucioso, 
actualizado y veraz que dé cuenta de la violencia contra las mujeres y la ocurrencia de muertes de mujeres por 
razones de género, como la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la 
Mujer (CEDAW), la Declaración y Plataforma de Acción de Beijing, la Convención Belem Do Pará, la Resolución 
63/155 del 18 de diciembre de 2008 y la Resolución 61/143 del 19 de diciembre de 2006 de la Asamblea General 
de las Naciones Unidas.
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Tabla 3. Ranking estatal. Tasa de víctimas de feminicidio por cada 100 mil mujeres

Lugar Estado 2015 Estado 2016 Estado 2017 Estado 2018 Estado 2019

1 Sonora 1.66 Colima 6.22 Sinaloa 5.43 Colima 3.40 Veracruz 3.34

2 Jalisco 1.61 Oaxaca 4.18 Morelos 2.94 Sinaloa 3.14 Morelos 2.69

3 Morelos 1.51 Morelos 2.98 Oaxaca 2.93 Tabasco 3.13 Sinaloa 2.16

4 Colima 1.38 Sinaloa 2.94 Veracruz 2.32 Nuevo León 2.90 Sonora 1.96

5 Chiapas 1.33 Tabasco 2.33 Tabasco 2.22 Morelos 2.72 Nuevo León 1.92

6 CDMX 1.25 Sonora 2.04 Sonora 2.15 Zacatecas 2.52 Tabasco 1.70

7 Coahuila 1.06 Veracruz 1.43 Nuevo León 1.60 Veracruz 2.44 Quintana Roo 1.68

8 Veracruz 0.97 Zacatecas 1.34 Zacatecas 1.57 Chihuahua 2.40 Colima 1.55

9 Sinaloa 0.92 Hidalgo 1.32 Hidalgo 1.43 Sonora 2.12 Chihuahua 1.53

10 Campeche 0.86 Jalisco 1.20 San Luis Potosí 1.32 San Luis Potosí 1.94 Coahuila 1.45

11 Querétaro 0.76 Chiapas 1.16 Michoacán 1.24 Guerrero 1.87 Puebla 1.39

12 México 0.70 Guerrero 1.13 Guerrero 1.13 Baja California 1.53 San Luis Potosí 1.10

13 Guanajuato 0.69 Michoacán 1.08 Chiapas 1.11 Oaxaca 1.41 Oaxaca 1.07

14 Tabasco 0.65 CDMX 0.99 Colima 1.06 Hidalgo 1.28 Durango 0.96

15 Baja California 0.60 Coahuila 0.92 Durango 0.98 México 1.28 Hidalgo 0.95

16 Michoacán 0.50 Baja California 0.76 México 0.86 Campeche 1.02 México 0.92

17 San Luis Potosí 0.50 México 0.69 CDMX 0.83 Quintana Roo 0.98 Jalisco 0.88

18 Oaxaca 0.38 Campeche 0.64 Yucatán 0.81 Puebla 0.95 CDMX 0.85

19 Puebla 0.28 San Luis Potosí 0.56 Puebla 0.81 CDMX 0.91 Zacatecas 0.83

20 Durango 0.22 Guanajuato 0.46 Nayarit 0.81 Michoacán 0.90 Guerrero 0.74
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MARCO TEÓRICO Y EMPÍRICO SOBRE FEMINICIDIO EN MÉXICO

Lugar Estado 2015 Estado 2016 Estado 2017 Estado 2018 Estado 2019

21 Yucatán 0.09 Puebla 0.36 Jalisco 0.68 Chiapas 0.81 Baja California 0.67

22 Guerrero 0.05 Durango 0.22 Chihuahua 0.65 Nayarit 0.80 Campeche 0.60

23 Nuevo León 0.04 Nuevo León 0.11 Baja California 0.64 Jalisco 0.77
Aguascalien-
tes

0.56

24 Aguascalientes 0.00 Yucatán 0.09 Coahuila 0.58 Coahuila 0.76 Chiapas 0.55

25 BCS 0.00 Tamaulipas 0.06 Quintana Roo 0.50 Tamaulipas 0.72 Querétaro 0.53

26 Chihuahua 0.00 Aguascalientes 0.00 Guanajuato 0.39 Guanajuato 0.67 Nayarit 0.47

27 Hidalgo 0.00 BCS 0.00 Tlaxcala 0.29 Querétaro 0.63 Tamaulipas 0.44

28 Nayarit 0.00 Chihuahua 0.00 Tamaulipas 0.22 Yucatán 0.63 Guanajuato 0.35

29 Quintana Roo 0.00 Nayarit 0.00 Campeche 0.21 Aguascalientes 0.56 Tlaxcala 0.29

30 Tamaulipas 0.00 Querétaro 0.00 Querétaro 0.09 Tlaxcala 0.43 Yucatán 0.26

31 Tlaxcala 0.00 Quintana Roo 0.00 Aguascalientes 0.00 Durango 0.43 Michoacán 0.24

32 Zacatecas 0.00 Tlaxcala 0.00 BCS 0.00 BCS 0.00 BCS 0.00

Nacional 0.69 Nacional 1.03 Nacional 1.21 Nacional 1.42 Nacional 1.16

Fuente: elaboración propia con base en SESNSP, 2019 y Conapo, proyecciones de la población 2015-2030.
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De cualquier forma, estos registros incluyen información homologada con la clasificación 
internacional de enfermedades (CIE) de la OMS, que proporciona indicios sobre las carac-
terísticas de la muerte, entre las que se encuentran las siguientes: agresiones directas que 
incluyen sumersiones, ahogamientos, disparos con arma y con objetos cortantes, entre 
otros que pudieran asociarse con algunas de las razones de género tipificadas en los códigos 
penales estatales y federal, como son las mutilaciones, las agresiones con fuerza corporal 
(violencia física) y la agresión sexual, entre otras.

Con base en lo anterior y con el fin de proporcionar un panorama estadístico que comple-
mente los datos que el SESNSP registra bajo la denominación de feminicidio, se procesaron 
y depuraron las bases de datos a efecto de utilizar solo la información de interés.

De esta manera, se extrajeron los datos de los códigos X85 al Y09 de la CIE-10 correspon-
diente al Registro Administrativo de Defunciones por Homicidios para los años 1998 a 2018, 
siendo que para los ejercicios 1990-1997 se utilizó su equivalente en la CIE-9 contenido en 
los registros del Inegi de conformidad con las equivalencias de la tabla 4.

Tabla 4. Equivalencias de la clasificación internacional de enfermedades (CIE)

CIE-10 (clasificación actual) CIE-9 (vigente hasta 1998)

X85 - Agresión con drogas, medicamentos y sustan-
cias biológicas.

9620 - Envenenamiento homicida con drogas y me-
dicamentos.

X86 - Agresión con sustancia corrosiva.
961X - Homicidio por ataque con sustancia corrosiva 
o cáustica, excepto envenenamiento.

X88 - Agresión con gases y vapores.
9622 - Envenenamiento homicida con otros gases 
y vapores.

X89 - Agresión con otros productos químicos y sus-
tancias nocivas especificadas.

9621 - Envenenamiento homicida con otras sustancias 
sólidas y líquidas.

X90 - Agresión con productos químicos y sustancias 
nocivas no especificadas.

9629 - Envenenamiento homicida no especificado.

X91 - Agresión por ahorcamiento, estrangulamiento 
y sofocación.

963X - Homicidio por ahorcamiento y estrangulación.

X92 - Agresión por ahogamiento y sumersión. 964X - Homicidio por sumersión (ahogamiento).

X93 - Agresión con disparo de arma corta. 9650 - Homicidio con arma de fuego de cañón corto.

X94 - Agresión con disparo de rifle, escopeta y arma 
larga.

9651 - Homicidio con escopeta.

9652 - Homicidio con fusil de caza.

9653 - Homicidio con arma militar de fuego.

X95 - Agresión con disparo de otras armas de fuego y 
las no especificadas.

9654 - Homicidio con otras armas de fuego y las no 
especificadas.

X96 - Agresión con material explosivo.

9655 - Homicidio con bomba atingente.

9656 - Homicidio con bomba de gasolina.

9657 - Homicidio con carta explosiva.

9658 - Homicidio con otro explosivo especificado.

9659 - Homicidio con explosivo no especificado.
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CIE-10 (clasificación actual) CIE-9 (vigente hasta 1998)

X97 - Agresión con humo, fuego y llamas. 9680 - Homicidio por ataque con fuego.

X98 - Agresión con vapor de agua, vapores y objetos 
calientes.

9683 - Homicidio con líquido caliente.

X99 - Agresión con objeto cortante.
966X - Homicidio por ataque con instrumentos cor-
tantes y punzantes.

Y00 - Agresión con objeto romo o sin filo.
9682 - Homicidio por golpe con arma contundente o 
por objeto lanzado.

Y01 - Agresión por empujón desde lugar elevado. 9681 - Homicidio, empujado desde lugar elevado.

Y04 - Agresión con fuerza corporal.

9600 - Homicidio por pugilato o lucha sin armas.

9670 - Niño maltratado físicamente por sus padres.

9671 - Niño maltratado físicamente por otra persona 
especificada.

9679 - Niño maltratado físicamente por persona no 
especificada.

Y05 - Agresión sexual con fuerza corporal. 9601 - Homicidio por violación (sexual).

Y06 - Negligencia y abandono. 9684 - Homicidio por negligencia criminal.

Y08 - Agresión por otros medios especificados. 9688 - Homicidio por otro medio especificado.

Y09 - Agresión por medios no especificados. 9689 - Homicidio por medio no especificado.

Fuente: elaboración propia con base en las herramientas de codificación de las CIE-9 y CIE-10 de la OMS.

Con esos antecedentes resulta que de 1990 a 2018 se registraron 53,653 defunciones de 
mujeres por homicidio en todo el país. Al desglosarse los datos por año, se identificó un cre-
cimiento significativo a partir del 2007 (gráfica 5).

Al desglosar por causa, 32.3% de las muertes de mujeres por homicidio ocurrieron por agre-
sión con arma de fuego, 15.7% por objeto cortante, 14.3% por ahorcamiento, estrangulación 
o sofocación, mientras que 16.3% por causas como agresiones con objetos romos o sin filo, 
agresiones sexuales, agresiones con fuerza corporal y por ahogamiento o sumersión, entre 
otros (gráfica 6).

Las causas de muerte que mostraron mayor crecimiento fueron los homicidios por armas de 
fuego al pasar de 516 casos en 1998 a 2,031 en 2018, mientras que las agresiones con objeto 
cortante y los estrangulamientos y ahorcamientos se duplicaron en el mismo periodo al pasar 
de 434 a 988 casos (Inegi, 2019c).
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Gráfica 5. Homicidios de mujeres por año de ocurrencia 1990-2018

Fuente: elaboración propia con base en Inegi, 2019c.

Gráfica 6. Homicidios de mujeres por causa de muerte 1990-2018

Fuente: elaboración propia con base en Inegi, 2019c.
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Por lo que hace al lugar donde ocurrieron las defunciones, se encontró una diferencia sustan-
cial entre hombres y mujeres tal como se aprecia en la gráfica 7, uno de cada 10 homicidios 
cometidos en contra de hombres ocurrió al interior de una vivienda, mientras que en el caso 
de las mujeres la proporción fue de una de cada tres defunciones. A partir de lo anterior se 
reafirma que un gran porcentaje de agresiones en contra de mujeres son perpetradas por 
conocidos o familiares (Inegi, 2019c).

Gráfica 7. Porcentaje de homicidios ocurridos al interior  
de una vivienda particular, según sexo  

1990-2018

Fuente: elaboración propia con base en Inegi, 2019c.

Al desagregar por entidad federativa, entre 1990 y 2018, y con una gran diferencia respecto 
del resto de las entidades, el Estado de México concentró el mayor número de casos (20.7%), 
Seguida de Chihuahua (7.2%) y la Ciudad de México (6.8%) mientras que Guerrero ocupó la 
cuarta posición con una suma de 3,498 casos (gráfica 8).

Por otra parte, al calcular la tasa de homicidios por cada 100 mil mujeres en 2018, que es el 
último año del que se dispone información, Colima fue la entidad con el registro más elevado 
con una prevalencia de 21.07 víctimas por cada 100 mil mujeres, seguido de Baja California, 
Chihuahua, Guerrero y Guanajuato. 

En contraparte, Durango, Chiapas, Coahuila, Aguascalientes y Yucatán fueron las entidades 
federativas con las cinco tasas más bajas del país; y, a diferencia de lo que ocurre en el re-
gistro del SESNSP, donde Baja California Sur registra cero feminicidios, en este caso ocupa 
el lugar 12 del ranking nacional (tabla 5).

1.3.1.3 Reflexiones sobre la información de homicidios de mujeres  
y feminicidios en México

A pesar de las restricciones de información y de la calidad de los datos, lo cual impide afirmar 
con precisión cuál es el número de homicidios de mujeres por razones de género o femini-

19
90

19
91

19
92

19
93

19
94

19
95

19
96

19
97

19
98

19
99

20
00

20
01

20
02

20
03

20
04

20
05

20
06

20
07

20
08

20
09

20
10

20
11

20
12

20
13

20
14

20
15

20
16

20
17

20
18

50%

45%

40%

35%

30%

25%

20%

15%

10%

5%

0%

Hombres Mujeres



A
N

Á
LI

SI
S 

C
O

M
PA

R
A

T
IV

O
 D

E 
LO

S 
PR

O
TO

C
O

LO
S 

ES
TA

TA
LE

S

35

Gráfica 8. Total de homicidios de mujeres por entidad federativa 1990-2018

Fuente: elaboración propia con base en Inegi, 2019c.

Tabla 5. Ranking estatal de tasa de homicidios de mujeres, 2018

Lugar Entidad Tasa Lugar Entidad Tasa

1 Colima 21.07 17 Puebla 3.86

2 Baja California 14.54 18 Tabasco 3.72

3 Chihuahua 13.21 19 San Luis Potosí 3.68

4 Guerrero 11.71 20 Nuevo León 3.31

5 Guanajuato 11.23 21 Veracruz 3.23

6 Zacatecas 11.16 22 Ciudad de México 2.97

7 Quintana Roo 10.56 23 Hidalgo 2.95

8 Morelos 7.96 24 Sinaloa 2.80

9 Michoacán de Ocampo 7.13 25 Tlaxcala 2.65

10 Tamaulipas 6.14 26 Querétaro 2.64

11 Jalisco 6.09 27 Campeche 2.54

12 Baja California Sur 5.76 28 Durango 2.19

13 Nayarit 5.63 29 Chiapas 1.67

14 Oaxaca 5.52 30 Coahuila de Zaragoza 1.50

15 Estado de México 5.09 31 Aguascalientes 1.18

16 Sonora 4.05 32 Yucatán 0.82

Fuente: elaboración propia con base en Inegi, 2019c y Conapo, 2010-2030, Proyecciones de población.
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cidios y en qué medida han evolucionado, con base en los registros disponibles es posible 
concluir lo siguiente.

Primero, que medios de agresión con un alto nivel de crueldad –como por ejemplo el ahor-
camiento, la sumersión, y el uso del fuego o llamas– son medios comisivos usados en una 
alta proporción para privar de la vida a las mujeres (uno de cada cuatro casos).

Segundo, que a raíz de la entrada en vigor de los protocolos es muy probable que los casos 
de muertes violentas de mujeres hayan motivado, con mayor frecuencia, la apertura de 
carpetas de investigación por el delito de feminicidio, independientemente de su posterior 
reclasificación, lo que está teniendo un efecto visibilizador del fenómeno.

Baja California Sur es un caso paradigmático que permite sostener esta hipótesis, pues no 
obstante haber legislado para tipificar el delito en su Código Penal y ubicarse en el duodécimo 
lugar por tasa de homicidios de mujeres, no cuenta con protocolo para investigar el feminici-
dio y tampoco ha abierto ninguna carpeta de investigación por esta causa entre 2015 y 2019.

Tercero, que la estadística de muertes de mujeres del Inegi y de feminicidios del SESNSP, 
muestran una diferencia numérica notable, así como estructuras porcentuales heterogéneas 
según el medio utilizado para su comisión, lo que invita a redoblar esfuerzos para mejorar 
los métodos y sistemas registrales como principio elemental que haga posible mejorar la 
investigación de las muertes de mujeres por razones de género y reducir el fenómeno y  
la impunidad (tabla 6).

Tabla 6. Medio para la comisión de homicidio de mujeres (SESNSP vs Inegi)

Modalidad

Porcentaje de 
feminicidios según medio 

para su comisión  
2015-2019  

(sept) (SESNSP)

Porcentaje de homicidios  
de mujeres por causa de muerte 

1990-2018 (Inegi)

Con arma blanca u objeto cortante 19.4% 15.7%

Con arma de fuego 22.0% 32.3%

Con otro elemento 50.4% 23.0%

No especificado 8.2% 12.7%

Otros medios 0% 16.3%

Fuente: elaboración propia con base en SESNSP 2019 e Inegi, 2019c.

Cuarto, que independientemente de que los presuntos delitos registrados como feminicidio 
efectivamente concluyan en una investigación en la que se logre acreditar el tipo penal, este 
registro va en aumento en especial en las entidades de Querétaro, Campeche, Chihuahua, 
Tamaulipas, Colima, Baja California, Quintana Roo, Nuevo León, Zacatecas, Guanajuato, 
Guerrero, México, Tlaxcala, San Luis Potosí, Tabasco, Coahuila de Zaragoza, Puebla, Jalisco y 
Ciudad de México, cuyos incrementos oscilaron entre 16.2% y 600%, en el periodo 2017 y 2018.
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Quinto, que además del incremento sostenido en el número de víctimas, las agresiones 
contra menores de edad han aumentado significativamente, lo que indica que la violencia 
feminicida se extiende con mayor frecuencia hacia las niñas.

En el caso de los territorios en donde se implementa la Iniciativa Spotlight, los principales 
cambios se ubicaron en Chihuahua, que pasó de un caso en 2017 a 10 casos en 2018, mien-
tras que en el Estado de México se ha observado un incremento sostenido desde el año 2016 
cuando se registraron seis casos. Para 2017 se tuvo conocimiento de 10 casos, para 2018 
ascendieron a 14 y hasta septiembre de 2019 se tuvo conocimiento de 16. Así, el incremento 
entre 2016 y 2019 fue de más de 166 puntos porcentuales.

Sexto, que con mayor frecuencia las mujeres mueren al interior de sus propios hogares, ya 
que a diferencia de los hombres una mujer tiene tres veces más probabilidades de morir en 
una vivienda, dato que revela que los perpetradores y los principales riesgos se encuentran, 
principalmente, al interior del núcleo familiar o vecinal.
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En esta sección se especifica la metodología utilizada para desarrollar el análisis comparativo 
de los Protocolos estatales para la investigación ministerial, policial y pericial del delito de 
feminicidio, con enfoque de derechos humanos y perspectiva de género.

Para su diseño se identificaron y consultaron literatura especializada y protocolos e instru-
mentos rectores en el ámbito internacional, se efectuó minería de información, se elaboraron 
matrices de análisis con más de 60 indicadores formales y sustantivos, se operacionalizaron 
los criterios de análisis mediante reglas de agregación, se leyeron y analizaron minuciosamente 
más de 1,870 páginas de protocolos de 27 entidades federativas y del protocolo de la Fiscalía 
General de la República (FGR) y, finalmente, los resultados se sistematizaron y procesaron 
mediante un ranking numérico y una agrupación por categorías (correspondientes a cinco 
grandes conjuntos que coinciden con las etapas generales del proceso de investigación y que 
se refieren a primeras diligencias, investigación inicial, investigación complementaria, litigio 
y transversalidad), identificando cuando se señalaban a los operadores directos y comple-
mentarios intervinientes. Lo anterior permitió visualizar la situación en que se encuentran los  
protocolos y entidades federativas desde distintas perspectivas como las entidades con  
los protocolos mejor evaluados, las mejores puntuaciones en las dimensiones formal y sus-
tantiva, los protocolos con calificaciones no aprobatorias y buenas prácticas identificadas, así 
como la participación de los operadores por cada macroproceso de la investigación.

2.1 Protocolos de las 27 entidades 
federativas17 y de la Fiscalía General  
de la República (FGR)
Para analizar las características de los protocolos existentes en la república mexicana se hizo 
una búsqueda pormenorizada en los portales electrónicos de las procuradurías y fiscalías 

17. Tal como se muestra en la tabla 7, las entidades que no disponen de un protocolo propio o no se obtuvo acceso 
a él, son Baja California Sur, Durango, Nuevo León, Tamaulipas y Tlaxcala.
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generales de justicia, en los periódicos o gacetas oficiales y en las páginas de los gobiernos 
de los estados y de las instituciones asociadas. Posteriormente, en los casos en los que no 
tuvo éxito la búsqueda en línea, se hicieron solicitudes de información vía transparencia, y, 
finalmente, para el caso de Durango se recurrió a una solicitud directa, pues su protocolo 
fue clasificado como reservado.

De esta manera, a continuación, se presenta el estatus de los protocolos consultados y ana-
lizados (tabla 7).

Tabla 7. Protocolos incluidos en el análisis comparativo

Entidad federativa Existencia Acceso Observaciones

Aguascalientes

Baja California

Baja California Sur

Campeche
Se obtuvo vía transpa-
rencia.

Coahuila de Zaragoza

Colima

Chiapas

Chihuahua

Ciudad de México

Durango

El protocolo se encuentra 
reservado y es de uso y 
consulta exclusiva de los 
operadores.

Guanajuato

Guerrero

Hidalgo

Jalisco

Estado de México

Michoacán de Ocampo

Morelos

Nayarit
Se obtuvo vía transpa-
rencia.

Nuevo León Operan con el de FGR.

Oaxaca

Puebla

Querétaro

Quintana Roo

San Luis Potosí

Sinaloa

Sonora
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Entidad federativa Existencia Acceso Observaciones

Tabasco

Tamaulipas Operan con el de FGR.

Tlaxcala Operan con el de FGR.

Veracruz de Ignacio de 
la Llave

Yucatán

Zacatecas

FGR

2.2 Matriz con indicadores
En una primera etapa se elaboró una matriz con indicadores que tuvo el propósito de registrar 
la existencia y las características formales y sustantivas de los protocolos en las entidades 
federativas.

Así, en el ámbito formal se incluyeron indicadores que permitieron valorar aspectos como: ar-
monización normativa, claridad, presentación, estructura, extensión, condiciones de operación 
y mecanismos para facilitar su uso, entre otros elementos metodológicos y pedagógicos propios 
de una herramienta cuyo objetivo es facilitar y homologar la actuación de los operadores involu-
crados; mientras que en el ámbito sustantivo en la medida de lo posible se incluyeron indicadores 
asociados a la trazabilidad cronológica del procedimiento, distinguiéndose las responsabilidades 
por operador y etapas del proceso penal, incluida la relativa a la reparación del daño.

2.3 Literatura especializada y protocolos 
de referencia
Para asegurar la incorporación de la mayor cantidad de elementos propios de la investigación 
de feminicidios, se hizo una revisión de literatura especializada y consulta de los siguientes 
protocolos y documentos.

•	 Sentencia dictada por la Corte Interamericana de Derechos Humanos de fecha 16 de 
noviembre de 2009, caso González y Otras (“Campo Algodonero”) vs. México: excep-
ción preliminar, fondo, reparaciones y costas.

•	 Sentencia dictada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el 
25 de marzo de 2015, en el amparo en revisión 554/2013, en el que fungió como quejo-
sa la señora Irinea Buendía Cortez (madre de Mariana Lima Buendía), conocido como 
Amparo Mariana Lima.

•	 Elaboración de un protocolo para la investigación de muertes con sospecha de femi-
nicidio (Colombia).
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•	 Guía de actuación para las fuerzas policiales y de seguridad federales para la investi-
gación de femicidios en el lugar del hallazgo (Argentina).

•	 Guía de recomendaciones para la investigación eficaz del crimen de feminicidio (España).

•	 Manual sobre investigación para casos de violencia de pareja y femicidios en Chile.

•	 Modelo de protocolo latinoamericano de investigación de las muertes violentas de 
mujeres por razone de género (ONU-Mujeres).

•	 Protocolo de actuación para la investigación del feminicidio (ONU).

•	 Protocolo de actuación para operadores de justicia frente a la violencia contra las mu-
jeres en el marco de las relaciones de pareja (Chile).

•	 Protocolo Modelo para la Investigación Forense de muertes sospechosas de haberse 
producido por violación de los derechos humanos (ONU).

•	 Protocolo para la investigación de la violencia contra la mujer en el ámbito familiar, 
desde una perspectiva de género; del Ministerio Público en coordinación con el Mi-
nisterio del Interior, la Policía Nacional y el Ministerio de la Mujer (Paraguay).

•	 Protocolo para la investigación del crimen de feminicidio en República Dominicana 
(Corte Penal Internacional).

•	 Protocolo para la investigación y litigio de casos de muertes violentas de mujeres (Ar-
gentina).

•	 Protocolo regional de atención integral a las víctimas de violencia de género (Eurosocial).

•	 Protocolo regional para la investigación con perspectiva de género de los delitos de 
violencia contra las mujeres cometidos en el ámbito intrafamiliar (Eurosocial).

De igual forma, se tomaron en cuenta las observaciones realizadas por el personal de la 
Oficina de las Naciones Unidas Contra la Droga y el Delito que se formularon a los avances 
entregados con motivo de esta consultoría.18

2.4 Operacionalización de los indicadores
Con base en la información, la experiencia y los conocimientos contenidos en estos proto-
colos se alimentaron las matrices de trabajo que, en su conjunto, configuraron un tablero  
de control en el que se asentaron las calificaciones respectivas.

La primera matriz, que contiene los indicadores de la dimensión formal, tuvo un arreglo de 8 
columnas y 38 filas y valoró aspectos de carácter estructural, los cuales establecen reglas ge-
nerales, principios de actuación y macro procesos que son aplicables a todos los operadores.

18. Observaciones remitidas mediante correo electrónico de fecha 12 de noviembre de 2019.
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Las ocho columnas que componen esta matriz tuvieron el siguiente contenido.

•	 Entidad federativa → Nombre de la entidad federativa.

•	 Criterio → Apartado general del protocolo.

•	 Subcriterio → Apartado específico del protocolo.

•	 Componentes → Desglose del subcriterio en caso de existir.

•	 Reglas de agregación → Especifica la puntuación que debe asignarse en caso de cum-
plimiento o incumplimiento.

•	 Calificación máxima por obtener → Fija la puntuación máxima que un protocolo puede 
alcanzar en caso de cumplir totalmente con la información requerida.

•	 Calificación obtenida → Establece la puntuación obtenida por el protocolo de acuerdo 
con la valoración que realizó el consultor.

•	 Comentarios → En esta columna se añaden especificaciones que sirven de notas acla-
ratorias para la puntuación asignada o que son de utilidad para el análisis.

Un ejemplo de lo anterior puede observarse en la tabla 8.

Tabla 8. Ejemplo de llenado de la matriz formal

Entidad 
federativa Criterio Sub- 

criterio Componentes Reglas de 
agregación

Calificación 
máxima a 
obtener

Calificación 
obtenida

Comentarios / 

observaciones

Entidad 
federativa

Sec-
ciones 
(Actor/
etapa del 
proceso)

Principios Transparente y 
con publicidad 
(Respetuosa 
de los dere-
chos humanos, 
Protegida de 
colusión o ile-
gal idad, in-
formación de 
avance respe-
tando privaci-
dad, seguidad 
y garantías ju-
diciales)

El protocolo 
contiene me-
canismos para 
garantizar la 
transparencia, 
evitar la co-
rrupción y pro-
teger los datos 
personales=1 
El protocolo 
no contiene 
mecanismos 
para garanti-
zar la transpa-
rencia, evitar 
la corrupción 
y proteger los 
datos persona-
les=0

1 0.5 El protocolo 
especif ica 
mecanismos 
de protec-
ción de datos 
personales, 
no  as í  de 
transparen-
cia.

Por otra parte, la operacionalización de cada indicador se hizo mediante reglas de agrega-
ción, donde se especificó el criterio de análisis y sus valores.
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En caso de que el protocolo de la entidad cumpliera en su totalidad con la puntuación máxi-
ma de cada indicador, la suma sería 30 puntos. Cada uno de los 34 indicadores tiene una 
puntuación diferenciada de conformidad con las reglas de agregación mostradas en la tabla 
9. En algunos indicadores la calificación máxima a obtener es 1, mientras que en otros la ca-
lificación máxima pudo ser 0.5 o 0.33.

Tabla 9. Reglas de agregación de la matriz formal

ID 
indicador Regla de agregación ID 

indicador Regla de agregación

F1
El código penal tipifica el feminicidio= 
1. El código penal no tipifica el femini-
cidio= 0.

F18

El protocolo contiene listas de cotejo para 
los diferentes operadores según la etapa de 
investigación= 1. El protocolo no contiene 
listas de cotejo= 0.

F2

El protocolo contiene exactamente la 
misma definición de feminicidio que el 
código penal= 1. El protocolo contiene 
una definición distinta de feminicidio 
que el código penal= 0.

F19
El protocolo dispone de formularios= 1. El 
protocolo no dispone de formularios= 0.

F3

El protocolo tiene índice numerado= 1. 
El protocolo tiene índice, pero no está 
numerado= .5. El protocolo no tiene 
índice= 0.

F20
El protocolo contiene un guion o cuestio-
nario= 1. El protocolo no contiene guion o 
cuestionario= 0.

F4

El protocolo establece que en caso de 
muertes violentas o con signos de vio-
lencia debe continuar la investigación 
como feminicidio= .33 El protocolo no 
establece que en caso de muertes vio-
lentas o con signos de violencia se debe 
continuar la investigación como femi-
nicidio= 0.

F21
El protocolo tiene diagrama de flujo (gene-
ral o específico)= 1. El protocolo no tiene 
diagrama de flujo (general o específico)= 0.

F5

El protocolo establece que en caso de 
aparente suicidio debe continuar la in-
vestigación como feminicidio= .33 El 
protocolo no establece que en caso de 
aparente suicidio debe continuar la in-
vestigación como feminicidio= 0.

F22

El protocolo contiene prontas referencias 
que facilitan su consulta por parte de los 
operadores= 1. El protocolo contiene pron-
tas referencias que facilitan su consulta por 
parte de los operadores= 0.

F6

El protocolo establece que en caso de 
muertes aparentemente accidentales (o 
pasivas) debe continuar la investigación 
como feminicidio= .33. El protocolo no 
establece que en caso de muertes apa-
rentemente accidentales (o pasivas) 
debe continuar la investigación como 
feminicidio= 0.

F23

El protocolo contiene un apartado o accio-
nes específicas de prevención con el objeti-
vo de que los feminicidios no se repitan= 1.

El protocolo no contiene un apartado o 
acciones específicas de prevención con 
el objetivo de que los feminicidios no se 
repitan= 0.

F7

El protocolo tiene objetivo general explí-
cito = 0.75. El protocolo no tiene objetivo 
general explícito= 0. El protocolo tiene 
objetivos particulares explícitos= .25. El 
protocolo no tiene objetivos particulares 
explícitos =0.

F24

El protocolo contiene una sección que 
establece explícitamente las funciones 
del primer respondiente= 1.

El protocolo no contiene una sección que 
establece explícitamente las funciones del 
primer respondiente= 0.
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ID 
indicador Regla de agregación ID 

indicador Regla de agregación

F8
El protocolo contiene glosario =1. El pro-
tocolo no contiene glosario= 0.

F25

El protocolo señala que el feminicidio se 
investigará de oficio en cualquiera de las 
causales que instruyen el uso del protocolo 
(muerte con signos de violencia, suicidio 
o muerte accidental)= 1.

El protocolo no señala que el feminicidio se 
investigará de oficio en cualquiera de las 
causales que instruyen el uso del protocolo 
(muerte con signos de violencia, suicidio 
o muerte accidental)= 0.

F9

El protocolo es explícito al señalar que 
está dirigido a MPs (en casos generales 
o específicos)= 1.

El protocolo no es explícito al señalar que 
está dirigido a MPs (en casos generales 
o específicos)= 0.

El protocolo es explícito al señalar que 
está dirigido a PM (en casos generales 
o específicos)= 1.

El protocolo no es explícito al señalar que 
está dirigido a PM (en casos generales o 
específicos) =0. El protocolo es explícito 
al señalar que está dirigido a peritos (en 
casos generales o específicos)= 1.

El protocolo no es explícito al señalar 
que está dirigido a peritos (en casos 
generales o específicos)= 0.

F26

El protocolo señala que la investigación 
deberá llevarse a cabo sin dilación (o sinó-
nimos) en cualquiera de sus etapas= 1. El 
protocolo no señala que la investigación 
deberá llevarse a cabo sin dilación (o si-
nónimos) en cualquiera de sus etapas= 0.

F10

El protocolo es explícito al señalar que 
está dirigido a policía (en casos generales 
o específicos)= .50.

El protocolo no es explícito al señalar que 
está dirigido a policía (en casos generales 
o específicos)= 0.

F27

El protocolo establece mecanismos para 
evitar durante la investigación estereotipos 
de género= 1.

El protocolo no establece mecanismos para 
evitar durante la investigación estereotipos 
de género= 0.

F11

El protocolo es explícito al señalar que 
está dirigido a sector salud (en casos 
generales o específicos)= .50.

El protocolo no es explícito al señalar 
que está dirigido a sector salud (en casos 
generales o específicos)= 0.

F28

El protocolo hace referencia a cualquiera 
de los principios de seriedad, exhaustividad 
o eficacia= 1.

El protocolo no hace referencia a cualquiera 
de los principios de seriedad, exhaustividad 
o eficacia= 0.

F12

El protocolo es explícito al señalar que 
está dirigido a comisiones de víctimas 
(en casos generales o específicos)= .50

El protocolo no es explícito al señalar que 
está dirigido a comisiones de víctimas 
(en casos generales o específicos)= 0.

F29

El protocolo contiene mecanismos para 
garantizar la transparencia, evitar la co-
rrupción y proteger los datos personales= 1.

El protocolo no contiene mecanismos para 
garantizar la transparencia, evitar la corrup-
ción y proteger los datos personales= 0.
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ID 
indicador Regla de agregación ID 

indicador Regla de agregación

F13

El protocolo es explícito al señalar que 
está dirigido a DIF (en casos generales 
o específicos)= .50.

El protocolo no es explícito al señalar que 
está dirigido a DIF (en casos generales 
o específicos)= 0.

F30

El protocolo contiene mecanismos para 
asegurar que los responsables de la in-
vestigación deben tener formación en 
perspectiva de género= 1.

El protocolo no contiene mecanismos para 
asegurar que los responsables de la inves-
tigación deben tener formación en pers-
pectiva de género= 0.

F14

El protocolo es explícito al señalar que 
está dirigido a instituciones forenses 
(en casos generales o específicos)= .50.

El protocolo no es explícito al señalar 
que está dirigido a instituciones forenses 
(en casos generales o específicos)= 0.

F31

El protocolo señala explícitamente las 
funciones del MP y peritos en el juicio= 1.

El protocolo no señala las funciones del 
MP y peritos en el juicio= 0.

F15

El protocolo es explícito al señalar que 
está dirigido a organismos judiciales 
(en casos generales o específicos)= .50.

El protocolo no es explícito al señalar 
que está dirigido a organismos judiciales 
(en casos generales o específicos)= 0.

F32

El protocolo establece mecanismos de 
reparación para víctimas indirectas= 1. El 
protocolo no establece mecanismos de 
reparación para víctimas indirectas= 0.

F16

El protocolo es explícito al señalar que 
está dirigido a defensores (en casos ge-
nerales o específicos)= .50.

El protocolo no es explícito al señalar 
que está dirigido a defensores (en casos 
generales o específicos)= 0.

F33

El protocolo establece mecanismos de re-
paración diferenciada para niñas, niños y 
adolescentes como víctimas indirectas= 1. 
El protocolo no establece mecanismos de 
reparación diferenciada para niñas, niños y 
adolescentes como víctimas indirectas= 0.

F17

El protocolo es explícito al señalar que 
está dirigido a víctimas indirectas (en 
casos generales o específicos)= .50.

El protocolo no es explícito al señalar 
que está dirigido a víctimas indirectas 
(en casos generales o específicos)= 0.

F34

El protocolo señala procedimientos y meca-
nismos de protección y atención especial a 
testigos menores de edad= 1. El protocolo 
no señala procedimientos y mecanismos de 
protección y atención especial a testigos 
menores de edad= 0.

La segunda matriz que contiene la dimensión sustantiva tuvo un arreglo de 13 columnas y 58 
filas, y valoró aspectos de carácter operativo y procedimental, diferenciando entre ministe-
rios públicos, peritos y policías.

Las 13 columnas que componen esta matriz tuvieron el siguiente contenido, que se ejempli-
ficarán en el caso del indicador denominado “Sistematización de pruebas para presentar el 
caso ante el juez”.

•	 Entidad federativa → Nombre de la entidad federativa.

•	 Etapa/sección → Especifica la etapa procesal a la que se refiere, por ejemplo, primeras 
diligencias, investigación complementaria, litigación, entre otras; el ejemplo corres-
ponde con la etapa de litigación.
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•	 Criterios técnicos → Diferencia entre criterios fácticos, jurídicos y probatorios, y añade 
una dimensión transversal de perspectiva de género; el caso del ejemplo correspon- 
de a probatorio.

•	 Indicador → Señala el nombre del indicador. “Sistematización de pruebas para pre-
sentar el caso ante el juez”.

•	 Componentes del indicador → Procedimiento general a evaluar; en el ejemplo, el 
componente a evaluar es el siguiente: “Persuasivo (que convenza al juez para adoptar 
medidas idóneas y legales de investigación)”.

•	 Subcomponente del indicador → Procedimiento particular a evaluar; en el ejemplo el 
subcomponente a evaluar es el siguiente: “Toma de fluidos corporales al imputado y 
elaboración de otros dictámenes periciales”.

•	 Reglas de agregación → Especifica la puntuación que debe asignarse en caso de cum-
plimiento o incumplimiento; en el ejemplo la regla de agregación es: “El protocolo dis-
pone que se debe solicitar la autorización del juez para tomar fluidos del sospechoso 
o imputado =1. El protocolo no dispone que se debe solicitar la autorización del juez 
para tomar fluidos de sospechoso o imputado =0”.

•	 Calificación máxima por obtener → Fija la puntuación máxima que un protocolo puede 
alcanzar en caso de cumplimiento total de la información requerida.

•	 Calificación obtenida → Establece la puntuación obtenida por el protocolo de acuerdo 
con la valoración que realizó el consultor.

•	 Comentarios → En esta columna se añaden especificaciones que sirven de notas acla-
ratorias para la puntuación asignada y que son de utilidad para el análisis.

•	 Actor Ministerio Público → Se señala con una X si el indicador está dirigido a este 
operador.

•	 Actor policía (ministerial o preventivo) → Se señala con una X si el indicador está diri-
gido a este operador.

•	 Actor perito → Se señala con una X si el indicador está dirigido a este operador.

De igual forma, la operacionalización de cada indicador se hizo mediante reglas de agregación 
donde se transparentaron los criterios de análisis y valores. En caso de que el protocolo de la  
entidad federativa cumpliera en su totalidad con la puntuación máxima de cada indicador, 
la suma sería 84 puntos. Al igual que en la matriz anterior, los indicadores cuentan con una 
puntuación diferenciada de conformidad con las reglas de agregación mostradas en la ta- 
bla 10. En algunos indicadores, la calificación máxima a obtener es 10, mientras que en otros 
la calificación máxima pudo ser 3, 1 o .5
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Tabla 10. Reglas de agregación de la matriz sustantiva

ID 
indicador Regla de agregación ID 

indicador Regla de agregación

S1

El protocolo establece el procedimiento para realizar la noti-
ficación inmediata tras el conocimiento del hecho criminal= 1.

El protocolo no establece el procedimiento para realizar la noti-
ficación inmediata tras el conocimiento del hecho criminal= 0.

S30

El protocolo señala que el responsable de la investigación deberá acopiar 
las pruebas necesarias para identificar seriación o patrones o vínculos 
del hecho con delincuencia organizada= 1.

El protocolo no señala que el responsable de la investigación deberá 
acopiar las pruebas necesarias para identificar seriación o patrones o 
vínculos del hecho con delincuencia organizada= 0.

S2

El protocolo establece la obligatoriedad de uso o el apego al 
PNPR= 1.

El protocolo no establece la obligatoriedad de uso o apego al 
PNPR= 0.

S31

El protocolo dispone de procedimientos para el etiquetado y registro 
del cadáver y condición de necropsia con perspectiva de género en el 
servicio médico forense= 1.

El protocolo no dispone de procedimientos para el etiquetado y registro 
del cadáver y condición de necropsia con perspectiva de género en el 
servicio médico forense= 0.

S3

El protocolo establece la obligación de que el responsable de 
la investigación fije (ratifique) la hora de llegada al lugar de los 
hechos= 1.

El protocolo no establece la obligación de que el responsable 
de la investigación fije (ratifique) la hora de llegada al lugar de 
los hechos= 0.

S32

El protocolo establece las circunstancias y condiciones en las que se 
pueden entregar los restos a los familiares= 1.

El protocolo no establece las circunstancias y condiciones en las que se 
pueden entregar los restos a los familiares= 0.

S4

El protocolo establece que el responsable de la investigación debe 
buscar indicios e identificar signos de violencia o agresión= 1.

El protocolo no establece que el responsable de la investiga-
ción debe buscar indicios e identificar signos de violencia o 
agresión= 0.

S33

El protocolo establece que el responsable de la investigación debe rea-
lizar un planteamiento del programa metodológico de investigación que 
debe contener, al menos, i) la causa de la muerte, ii) naturaleza y gra- 
do de vinculación entre sospechosos y víctima, iii) hipótesis sobre indi-
cios de odio, misoginia, desprecio o saña, iv) las áreas especializadas o 
periciales que deben intervenir, vi) líneas de investigación= 10.

El protocolo no establece que el responsable de la investigación debe 
realizar un planteamiento del programa metodológico de investigación 
que debe contener, al menos, i) la causa de la muerte, ii) naturaleza y 
grado de vinculación entre sospechosos y víctima, iii) hipótesis sobre 
indicios de odio, misoginia, desprecio o saña, iv) las áreas especializadas 
o periciales que deben intervenir, vi) líneas de investigación= 0.
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ID 
indicador Regla de agregación ID 

indicador Regla de agregación

S5

El protocolo establece que el primer respondiente (incluyendo 
personal no forense) debe acordonar inmediatamente la escena 
del crimen y resguardarla en caso de circunstancias climato-
lógicas adversas= 1. 
El protocolo no establece que el primer respondiente (inclu-
yendo personal no forense) debe acordonar inmediatamente 
la escena del crimen y resguardarla en caso de circunstancias 
climatológicas adversas= 0.

S34

El protocolo refiere la necesidad de realizar reuniones de balance (incluye 
especificación de temporalidad) para adecuar plan metodológico= 1.

El protocolo no refiere la necesidad de realizar reuniones de balance (in-
cluye especificación de temporalidad) para adecuar plan metodológico= 0.

S6

El protocolo establece la obligación para el responsable de la 
investigación de documentar, fotografiar la escena del crimen 
e individualizar a las personas situadas a su alrededor= 1.

El protocolo no establece la obligación para el responsable de 
la investigación de documentar, fotografiar la escena del cri-
men e individualizar a las personas situadas a su alrededor= 0.

S35

El protocolo establece que el responsable de conducir la investigación 
debe indagar o solicitar los registros civiles y administrativos y de justicia 
familiar de la víctima= 1.

El protocolo no establece que el responsable de conducir la investiga-
ción debe indagar o solicitar los registros civiles y administrativos y de 
justicia familiar de la víctima= 0.

S7

El protocolo establece mecanismos para identificar a los tes-
tigos oculares= 1.

El protocolo no establece mecanismos para identificar a los 
testigos oculares= 0.

S36

El protocolo establece la necesidad de que el responsable indague so-
bre situaciones para incomunicar a la víctima (visitar a sus familiares o 
amigos, sustracción de teléfono celular, entre otros)= 1.

El protocolo no establece la necesidad de que el responsable indague 
sobre situaciones para incomunicar a la víctima (visitar a sus familiares 
o amigos, sustracción de teléfono celular, entre otros)= 0.

S8

El protocolo establece mecanismos para registro y petición de 
acceso a sistemas de videovigilancia públicos o privados= 1.

El protocolo no establece mecanismos para registro y petición 
de acceso a sistemas de videovigilancia públicos o privados= 0.

S37

El protocolo señala que en la investigación se debe contener un análisis 
ecológico para mostrar vínculos entre víctima y victimario= 1.

El protocolo no señala que en la investigación se debe contener un 
análisis ecológico para mostrar vínculos entre víctima y victimario= 0.

S9

El protocolo señala algún mecanismo para la identificación 
oportuna de la víctima (búsqueda de identificación, pregunta 
a testigos, consulta en bases de datos sobre desaparecidas), 
entre otras= 1.

El protocolo no señala algún mecanismo para la identificación 
oportuna de la víctima (búsqueda de identificación, pregunta 
a testigos, consulta en bases de datos sobre desaparecidas), 
entre otras= 0.

S38

El protocolo señala que el responsable de la investigación debe añadir 
elementos contextuales sobre circunstancias de vulnerabilidad al mo-
mento de la muerte (se encontraba sola, era de madrugada, etc.)= 1.

El protocolo no señala que el responsable de la investigación debe aña-
dir elementos contextuales sobre circunstancias de vulnerabilidad al 
momento de la muerte (se encontraba sola, era de madrugada, etc.)= 0.
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ID 
indicador Regla de agregación ID 

indicador Regla de agregación

S10

El protocolo establece que el responsable de la investigación 
debe consultar a los servicios de salud, realizar entrevistas a 
médicos familiares o consultar bases de datos en búsqueda de 
antecedentes de violencia de la víctima= 1.

El protocolo establece que el responsable de la investigación 
debe consultar a los servicios de salud, realizar entrevistas a 
médicos familiares o consultar bases de datos en búsqueda de 
antecedentes de violencia= 0.

S39

El protocolo señala la necesidad de documentar la asimetría de poder o 
fuerza entre víctima y victimario= 1.

El protocolo no señala la necesidad de documentar la asimetría de poder 
o fuerza entre víctima y victimario= 0.

S11

El protocolo establece que el responsable de la investigación 
debe consultar el expediente de la víctima en los centros de 
justicia para las mujeres u otras instancias de apoyo= 1.

El protocolo no establece que el responsable de la investigación 
debe consultar el expediente de la víctima en los centros de 
justicia para las mujeres u otras instancias de apoyo= 0.

S40

El protocolo señala los procedimientos o mecanismos para que el res-
ponsable de conducir la investigación aísle los hechos de antecedentes 
de historia de vida (múltiples parejas, ocupación de la víctima) o inten- 
tos de suicidio= 1.

El protocolo no señala los procedimientos o mecanismos para que el 
responsable de conducir la investigación aísle los hechos de antece-
dentes de historia de vida (múltiples parejas, ocupación de la víctima) 
o intentos de suicidio= 0

S12

El protocolo establece que el responsable de la investigación 
deberá realizar una consulta en el SUIC o de antecedentes pe-
nales del imputado especialmente en busca de delitos como 
violencia familiar o de género= 1.

El protocolo no establece que el responsable de la investiga-
ción deberá realizar una consulta en el SUIC o de antecedentes 
penales del imputado especialmente en busca de delitos como 
violencia familiar o de género= 0.

S41

El protocolo refiere la realización de un análisis contextual del victima-
rio para documentar antecedentes de violencia, odio o desprecio a las 
mujeres= 1.

El protocolo no refiere la realización de un análisis contextual del vic-
timario para documentar antecedentes de violencia, odio o desprecio 
a las mujeres= 0.

S13

El protocolo establece que el responsable de la investigación 
deberá realizar una consulta a bases de datos sobre mujeres no 
localizadas o desaparecidas= 1.

El protocolo no establece que el responsable de la investigación 
deberá realizar una consulta a bases de datos sobre mujeres no 
localizadas o desaparecidas= 0.

S42

El protocolo dispone que se debe solicitar la autorización del juez para 
intervenir comunicaciones de víctima y victimario= 1.

El protocolo no dispone que se debe solicitar la autorización del juez 
para intervenir comunicaciones de víctima y victimario= 0.
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ID 
indicador Regla de agregación ID 

indicador Regla de agregación

S14

El protocolo establece procedimientos para que el responsable 
de conducir la investigación fije la escena del crimen= 1.

El protocolo no establece procedimientos para que el respon-
sable de conducir la investigación fije la escena del crimen= 0.

S43

El protocolo dispone que se debe solicitar la autorización del juez para 
tomar fluidos de sospechoso o imputado= 0 imputado=1.

El protocolo no dispone que se debe solicitar la autorización del juez 
para tomar fluidos de sospechoso o imputado= 0.

S15

El protocolo establece medios para el reconocimiento y registro 
de indicios biológicos= 1.

El protocolo no establece medios para el reconocimiento y 
registro de indicios biológicos= 0.

S44

El protocolo dispone que se debe solicitar la autorización del juez para 
cateo y acceso a registros= 1.

El protocolo no dispone que se debe solicitar la autorización del juez 
para cateo y acceso a registros= 0.

S16

El protocolo establece medios para el reconocimiento y registro 
de indicios no biológicos= 1.

El protocolo no establece medios para el reconocimiento y 
registro de indicios no biológicos= 1.

S45

El protocolo dispone que se debe solicitar al juez girar orden de apre-
hensión= 1.

El protocolo no dispone que se debe solicitar al juez girar orden de 
aprehensión= 0.

S17

El protocolo dispone de mecanismos para evitar pérdida, con-
taminación o alteración de la escena del crimen por parte de 
perpetradores, funcionarios o terceros= 1.

El protocolo no dispone de mecanismos para evitar pérdida, 
contaminación o alteración de la escena del crimen por parte 
de perpetradores, funcionarios o terceros= 0.

S46

El protocolo dispone que el responsable de la investigación debe apor-
tar pruebas sobre quién lo hizo considerando al menos los siguientes 
elementos: información sobre quién lo hizo y pruebas que lo acompa-
ñen (declaración de testigos, resultados de pruebas periciales fluidos, 
peritajes psicológicos, confesión, entre otros)= 1.

El protocolo no dispone que el responsable de la investigación debe 
aportar pruebas sobre quién lo hizo considerando al menos los siguientes 
elementos: información sobre quién lo hizo y pruebas que lo acompa-
ñen (declaración de testigos, resultados de pruebas periciales, fluidos, 
peritajes psicológicos, confesión, entre otros)= 0.

S18

El protocolo dispone de especificaciones o mecanismos para 
asegurar el embalaje correcto= 1.

El protocolo no dispone de especificaciones o mecanismos para 
asegurar el embalaje correcto= 0.

S47

El protocolo dispone que el responsable de la investigación debe apor-
tar pruebas sobre qué hizo (informe del protocolo de necropsia, ADN, 
fluidos corporales, peritaje antropológico psicosocial sobre los motivos 
de género)= 1.

El protocolo no dispone que el responsable de la investigación debe 
aportar pruebas sobre qué hizo (informe del protocolo de necropsia, 
ADN, fluidos corporales, peritaje antropológico psicosocial sobre los 
motivos de género)= 0.
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ID 
indicador Regla de agregación ID 

indicador Regla de agregación

S19

El protocolo dispone de especificaciones o mecanismos para 
asegurar el levantamiento correcto= 1.

El protocolo no dispone de especificaciones o mecanismos para 
asegurar el levantamiento correcto= 0.

S48

El protocolo dispone que el responsable de la investigación debe aportar 
pruebas sobre a quién se lo hizo (identificación, acta de levantamiento 
del cadáver, informe del protocolo de necropsia)= 1.

El protocolo no dispone que el responsable de la investigación debe 
aportar pruebas sobre a quién se lo hizo (identificación, acta de levan-
tamiento del cadáver, informe del protocolo de necropsia)= 0.

S20

El protocolo dispone de procedimientos o mecanismos para 
asegurar el cuidado en el manejo del cadáver para su preser-
vación tal y como fue encontrado =1.

El protocolo no dispone de procedimientos o mecanismos para 
asegurar el cuidado en el manejo del cadáver para su preserva-
ción tal y como fue encontrado= 0.

S49

El protocolo dispone que el responsable de la investigación debe apor-
tar pruebas sobre la circunstancia en que lo hizo (declaración de testi-
gos, informe del cateo de domicilio o intervención de comunicaciones, 
peritaje físico forense sobre la ventaja física del agresor, presentación 
de peritaje e instrumento utilizado por el agresor, peritaje sociológico 
sobre mapa de relaciones sociales de la víctima y el agresor, informe de 
protocolo de necropsia)= 1.

El protocolo no dispone que el responsable de la investigación debe 
aportar pruebas sobre la circunstancia en que lo hizo (declaración de tes-
tigos, informe del cateo de domicilio o intervención de comunicaciones, 
peritaje físico forense sobre la ventaja física del agresor, presentación 
de peritaje e instrumento utilizado por el agresor, peritaje sociológico 
sobre mapa de relaciones sociales de la víctima y el agresor, informe de 
protocolo de necropsia)= 0.

S21

El protocolo incluye mecanismos para preservar los indicios 
más allá del juicio y la sentencia (archivo)= 1.

El protocolo no incluye mecanismos para preservar los indicios 
más allá del juicio y la sentencia (archivo)= 0.

S50

El protocolo dispone que el responsable de la investigación debe aportar 
pruebas sobre el móvil de la acción (peritaje antropológico y psicosocial 
sobre el contexto y los motivos de género, declaraciones de familiares 
y testigos, peritaje físico forense sobre la ventaja física del agresor)= 1.

El protocolo no dispone que el responsable de la investigación debe aportar 
pruebas sobre el móvil de la acción (peritaje antropológico y psicosocial 
sobre el contexto y los motivos de género, declaraciones de familiares 
y testigos, peritaje físico forense sobre la ventaja física del agresor)=0.
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ID 
indicador Regla de agregación ID 

indicador Regla de agregación

S22

El protocolo establece que se deberán realizar entrevistas a 
testigos= .25.

El protocolo establece que se deberán realizar entrevistas a 
imputados= .25.

El protocolo establece que se deberán realizar entrevistas a 
familiares= .25.

El protocolo establece que se deberán realizar entrevistas a 
otros (conocidos, personal de salud)= .25.

El protocolo no establece que se deberán realizar entrevistas 
a testigos= 0.

El protocolo no establece que se deberán realizar entrevistas 
a imputados= 0.

El protocolo no establece que se deberán realizar entrevistas 
a familiares= 0.

El protocolo no establece que se deberán realizar entrevistas a 
otros (conocidos, personal de salud)= 0.

S51

El protocolo señala que el responsable de la investigación debe aportar 
evidencia científica que demuestre la existencia de razones de género= 1.

El protocolo no señala que el responsable de la investigación debe aportar 
evidencia científica que demuestre la existencia de razones de género= 0.
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indicador Regla de agregación

S23

El protocolo establece que deberán grabarse las entrevistas a 
testigos= .25.

El protocolo establece que deberán grabarse las entrevistas a 
imputados= .25.

El protocolo establece que se deberán grabar las entrevistas 
a familiares= .25.

El protocolo establece que se deberán grabar las entrevistas a 
otros (conocidos, personal de salud)= .25.

El protocolo no establece que deberán grabarse las entrevistas 
a testigos= .0.

El protocolo no establece que deberán grabarse las entrevistas 
a imputados= .0.

El protocolo no establece que se deberán grabar las entrevistas 
a familiares= 0.

El protocolo no establece que se deberán grabar las entrevistas 
a otros (conocidos, personal de salud)= 0.

S52

El protocolo señala que el responsable de la investigación debe integrar 
una carpeta de investigación/formulación de la acusación que contenga, 
al menos, i) bien jurídico tutelado, ii) sujeto activo, iii) modalidad de la 
acción, iv) móviles de los hechos, v) evidencia científica y dictámenes 
periciales, vi) grado de participación, vii) sujeto pasivo, viii) elementos 
descriptivos, normativos y subjetivos, ix) circunstancias de agravación 
o de atenuación, x) concurso de delitos= 10 puntos (diez).

El protocolo no señala que el responsable de la investigación debe inte-
grar una carpeta de investigación/formulación de la acusación que con-
tenga, al menos, i) bien jurídico tutelado, ii) sujeto activo, iii) modalidad 
de la acción, iv) móviles del hecho, v) evidencia científica y dictámenes 
periciales, vi) grado de participación, vii) sujeto pasivo, viii) elementos 
descriptivos, normativos y subjetivos, ix) circunstancias de agravación 
o de atenuación, x) concurso de delitos= 0.

S24

El protocolo considera la necesidad de hacer la reconstrucción 
de la escena del hallazgo= 1.

El protocolo no considera la necesidad de hacer la reconstruc-
ción de la escena del hallazgo= 0.

S53

El protocolo establece el derecho y mecanismos para proporcionar 
atención médica a las víctimas indirectas= .33.

El protocolo establece el derecho y mecanismos para proporcionar 
atención psicológica a las víctimas indirectas= .33.

El protocolo establece el derecho y mecanismos para proporcionar 
atención legal a las víctimas indirectas= .33.

El protocolo no establece el derecho ni mecanismos para proporcionar 
atención médica a las víctimas indirectas= 0.

El protocolo no establece el derecho ni mecanismos para proporcionar 
atención psicológica a las víctimas indirectas= 0.

El protocolo no establece el derecho ni mecanismos para proporcionar 
atención legal a las víctimas indirectas= 0.
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S25

El protocolo establece obligatoriedad o procedimiento para 
realizar solicitud / análisis de medios electrónicos de la vícti-
ma= 0.50.

El protocolo establece obligatoriedad o procedimiento para 
realizar solicitud / análisis de medios electrónicos del victima-
rio= 0.50.

El protocolo no establece obligatoriedad o procedimiento para 
realizar solicitud / análisis de medios electrónicos de la víctima= 0.

El protocolo no establece obligatoriedad o procedimiento 
para realizar solicitud / análisis de medios electrónicos del 
victimario= 0.

S54

El protocolo establece mecanismos para garantizar el trato digno, cálido 
y amable a las víctimas indirectas= .5.

El protocolo no establece mecanismos para garantizar el trato digno, 
cálido y amable a las víctimas indirectas= 0.

S26

El protocolo especifica que se deberá determinar fehacien-
temente la causa de la muerte y especificar si fue individual o 
colectiva e incluir hora, forma y ubicación= 1.

El protocolo no especifica que se deberá determinar fehacien-
temente la causa de la muerte y especificar si fue individual o 
colectiva e incluir hora, forma y ubicación= 0.

S55

El protocolo establece mecanismos para garantizar a las víctimas indi-
rectas el derecho a la verdad y a la información= .5.

El protocolo no establece mecanismos para garantizar a las víctimas 
indirectas el derecho a la verdad y a la información= 0.

S27

El protocolo dispone de la realización de pruebas científicas 
para acreditar, en su caso, el feminicidio (mecánica de lesio-
nes, violencia sexual, señales de forcejeo, defensa, intensidad  
de violencia aplicada, heridas alrededor de genitales, presen- 
cia de lesiones anteriores, embarazo, uso de más de un medio 
para matar, etcétera)= 10 (diez puntos) si hace referencia a dos 
o más pruebas de acreditación.

El protocolo no dispone de la realización de pruebas científicas 
para acreditar, en su caso, el feminicidio (mecánica de lesiones, 
violencia sexual, señales de forcejeo, defensa, intensidad de vio- 
lencia aplicada, heridas alrededor de genitales, presencia de 
lesiones anteriores, embarazo, uso de más de un medio para 
matar, etcétera)= 0 si hace referencia a menos de dos pruebas.

S56

El protocolo establece criterios y mecanismos para aplicar medidas 
especiales de protección a víctimas indirectas, testigos o funcionarios 
que investigan= 1.

El protocolo no establece criterios y mecanismos para aplicar medidas 
especiales de protección a víctimas indirectas, testigos o funcionarios 
que investigan= 0.
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S28

El protocolo dispone de la realización de pruebas científicas 
para acreditar presencia de odio, misoginia o saña (búsqueda 
de símbolos en las lesiones causadas, en la disposición del 
cuerpo, en mensajes escritos, violencia sexual postmortem, 
residuos, el feminicida se entrega o reconoce el hecho o intenta 
suicidarse, etc.)= 1.

El protocolo no dispone de la realización de pruebas científicas 
para acreditar presencia de odio, misoginia, venganza o saña 
(búsqueda de símbolos en las lesiones causadas, en la disposición 
del cuerpo, en mensajes escritos, violencia sexual postmortem, 
residuos, el feminicida se entrega o reconoce el hecho o intenta 
suicidarse, etc.)= 0.

S57

El protocolo fija mecanismos para evitar estereotipos durante el proce-
so de investigación (lenguaje, descartar uso de términos como crimen 
pasional, lío de faldas, entre otros)= 1.

El protocolo no fija mecanismos para evitar estereotipos durante el pro-
ceso de investigación (lenguaje, descartar uso de términos como crimen 
pasional, lío de faldas, entre otros)= 0.

S29

El protocolo señala la necesidad de realizar pruebas adiciona-
les en casos especiales (por ejemplo, cuando está putrefacto, 
momificado, esqueletizado o parcialmente destruido debe par- 
ticipar un equipo antropológico además de tomar muestras 
para análisis genéticos de ADN)= 1.

El protocolo no señala la necesidad de realizar pruebas adicio-
nales en casos especiales (por ejemplo, cuando está putrefac-
to, momificado, esqueletizado o parcialmente destruido debe 
participar un equipo antropológico además de tomar muestras 
para análisis genéticos de ADN)= 0.

S58

El protocolo fija mecanismos para tratar con sentido de urgencia y prio-
ridad durante todo el proceso la investigación de feminicidio= 1.

El protocolo no fija mecanismos para tratar con sentido de urgencia y 
prioridad durante todo el proceso la investigación de feminicidio= 0.
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De la calificación obtenida de ambas matrices se obtuvo una puntuación final que alimentó un 
tablero de control, el cual concentra las puntuaciones obtenidas por cada entidad federativa.

2.5 Identificación de los operadores  
y agrupación de indicadores
Para identificar a qué operador señalaba cada protocolo como responsable de realizar las 
actividades que se describían en los indicadores, se añadieron tres columnas asociadas a 
los actores directos que participan en el proceso de investigación y que son los ministerios 
públicos (MP), los policías de investigación y los peritos. De esta manera, cuando se llenó la 
matriz se contó con un panorama completo respecto de funciones y distribución de opera-
dores responsables.

De igual forma, con el propósito de asegurar una lógica de trazabilidad cronológica, en la 
medida de lo posible, desde la elaboración de la matriz se hizo una agrupación general en 
función de cinco grandes conjuntos que coinciden con las etapas generales del proceso de 
investigación y que se refieren a: primeras diligencias, investigación inicial, investigación 
complementaria, litigio y transversalidad, lo que facilitó su procesamiento (tabla 11).

Tabla 11. Agrupación de indicadores por etapa general del proceso de investigación

Etapa ID Indicadores

Primeras diligencias

Consulta a sistemas de información (inteligencia) S10-S13

Fijación de la escena del crimen S14

Metodología para la inspección para el primer contacto con la escena del crimen S3-S9

Noticia criminal S1

Protocolo Nacional de Primer Respondiente S2

Investigación inicial S15-S21

Investigación complementaria

Entrega de cuerpo / restos S32

Perfeccionamiento, redefinición o profundización de líneas de investigación S35-S41

Planteamiento del programa metodológico de investigación S33

Preservación y recolección de las pruebas S22-S25

Protocolo de necropsia médico-legal con perspectiva de género S26-S31

Reuniones de balance y seguimiento S34

Litigación
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Etapa ID Indicadores

Elementos constitutivos de la carpeta de investigación / formulación de la acusación S52

Sistematización de pruebas para presentar el caso ante el juez S42-S51

Todo el proceso (transversalidad) S52-S58

2.6 Construcción de ranking nacional
Con base en los resultados concentrados en el tablero de control se construyó un ranking 
nacional, en el que se colocó en primer lugar a la entidad con la mayor calificación obtenida 
y en último lugar a la entidad con la menor calificación; debajo de ella se colocó a Durango, 
pues no obstante que dispone de un protocolo de actuación, éste se encuentra reservado sin 
posibilidad de ser consultado por personas distintas de los operadores (ver Anexo 1).

Posteriormente, se ubicaron las entidades de Nuevo León, Tamaulipas y Tlaxcala que no 
disponen de un protocolo propio, sino que operan con el de la Fiscalía General de la Repú-
blica (FGR).

En último lugar se encuentra Baja California Sur, que no ha emitido protocolo propio ni tam-
poco refiere utilizar el de la FGR.
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A partir de los resultados del tablero de control la calificación promedio de las dimensiones 
formal y sustantiva fue de 81.7 puntos de un máximo de 114 puntos, es decir, una puntuación 
de 71.7 en una escala de 100 puntos (tabla 12).

Tabla 12. Tablero de control (numérico)

Entidad Calificación 
obtenida

Calificación 
máxima 
posible

Entidad Calificación 
obtenida

Calificación 
máxima 
posible

Puebla 108.74

114.0

Guerrero 83.91

114.0

Zacatecas 104.49 Oaxaca 81.58

Coahuila 101.48 Quintana Roo 80.16

Nayarit 101.32 Hidalgo 79.83

Ciudad de México 100.08 Jalisco 79.82

FGR 97.99 Campeche 79.73

Estado de México 94.08 Sinaloa 75.16

Sonora 92.58 Tabasco 70.91

Yucatán 92.15 Colima 69.33

Querétaro 90.65 San Luis Potosí 62.50

Chihuahua 89.99 Morelos 52.58

Chiapas 89.24 Michoacán 47.79

Veracruz 88.83 Aguascalientes 46.74

Guanajuato 87.49 Baja California 39.41

PROMEDIO: 81.7 PUNTOS
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Entidad Calificación 
obtenida

Calificación 
máxima 
posible

Entidad Calificación 
obtenida

Calificación 
máxima 
posible

Entidades sin calificación

Durango → No se tuvo acceso al protocolo.

Nuevo León, Tamaulipas y Tlaxcala → No disponen de protocolo propio y operan conforme al de la Fiscalía 
General de la República.

Baja California Sur → No dispone de protocolo ni opera conforme al de FGR.

Este promedio resultante se vio afectado principalmente por las bajas calificaciones de cinco 
entidades federativas. Así, pese a que la distancia entre la puntuación máxima y la califica-
ción obtenida por las entidades ubicadas en el lugar 1 y 2 del ranking, que fueron Puebla y 
Zacatecas, fue relativamente menor (gráfica 9), el promedio resultante estuvo influido por la 
distancia registrada entre la puntuación máxima y las puntuaciones obtenidas por San Luis 
Potosí, Morelos, Michoacán, Aguascalientes y Baja California, que no alcanzaron ni 50% de 
la puntuación ideal.

Al organizar los protocolos según la calificación obtenida, se observa que Puebla ocupa la 
primera posición con 108.74 puntos, seguido por el protocolo de Zacatecas, que obtuvo 
104.49 puntos. La última posición la ocupó Baja California con 39.41 puntos a razón de haber 
obtenido menos de la mitad de los puntos posibles en la dimensión formal y solo una tercera 
parte de los puntos posibles en la dimensión sustantiva (gráfica 10). En cuanto a los terri-
torios Spotlight, la mejor nota la obtuvo el Estado de México (94.08) que ocupó la séptima 
posición. Posteriormente se ubicó Chihuahua (89.99) en la undécima posición y por debajo 
de la media tabla se ubicó Guerrero, que obtuvo 83.91 puntos.

Al analizar la dispersión de los datos, se identificó una gran amplitud de rango entre las 
calificaciones máxima y mínima que ascendió a 69.3 puntos y una desviación estándar de 
18.3 puntos. La dispersión y gran variabilidad de los datos evidencia heterogeneidad en las 
características de los protocolos y, en algunos casos, que se encuentran muy alejados del 
estándar básico.

En este mismo tenor, en el histograma de la calificación se distingue que los datos no guar-
dan una distribución normal, sino que se encuentran sesgados hacia la derecha (gráfica 11), 
lo que indica que son pocas las entidades que se encuentran muy por debajo –20 puntos o 
más– del valor promedio.
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Gráfica 9. Distancia entre la calificación obtenida y la puntuación máxima a obtener
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Gráfica 10. Ranking nacional de la calificación obtenida en los protocolos
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Gráfica 11. Histograma de la calificación de los protocolos
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En el análisis de resultados, distinguiendo las dimensiones formal y sustantiva que se mues-
tran en las siguientes dos gráficas,19 fue posible identificar en qué etapa procesal se presen-
tan mayores deficiencias y cuáles son las áreas de oportunidad con miras al diseño de un 
protocolo modelo.

En la dimensión formal se encontró que en todas las entidades se ha tipificado el delito de fe-
minicidio y que, con excepción de Aguascalientes, Morelos y Zacatecas, todos los protocolos 
son explícitos al señalar que están dirigidos a ministerios públicos, policías y peritos. Además, 
con excepción de Veracruz y Sonora, que hacen una referencia implícita, en todos los casos 
se señala que la investigación deberá llevarse a cabo sin dilación en cualquiera de sus etapas.

Sin embargo, las mayores disparidades se encontraron en los siguientes aspectos. Únicamente 
el protocolo de Zacatecas dispone de un instrumento bajo la forma de guion o cuestionario 
que sirve de apoyo para orientar el trabajo de los funcionarios, mientras que solo los estados 
de México, Nayarit y Sonora disponen de formularios que facilitan la función investigativa 
y procedimental. Con respecto de la inclusión de acciones específicas de prevención, solo 
Campeche, Querétaro, San Luis Potosí y Morelos incluyeron un apartado explícito para evitar 
que los feminicidios se extiendan.

Otras deficiencias se encontraron en la incorporación de mecanismos para evitar estereotipos 
de género y para sensibilizar al personal en este sentido, pues principalmente Sinaloa, Quin-
tana Roo, San Luis Potosí y Morelos fueron omisos al considerar acciones en este apartado.

Asimismo, un aspecto sustancial radica en las causales de activación del protocolo, donde 
destaca que en 10 protocolos no se estableció explícitamente que, en caso de presentarse 
un aparente suicidio, se debía continuar la investigación como feminicidio. Tales fueron los 
casos de Baja California, Ciudad de México, Estado de México, Oaxaca, Veracruz, Sonora, 
Hidalgo, Colima, San Luis Potosí, y Morelos. En el mismo tenor, y además de las entidades 
señaladas con anterioridad, Guerrero, Tabasco y Aguascalientes no consideraron explíci-
tamente que se debía realizar una investigación como feminicidio en los casos en los que 
presentaran muertes aparentemente accidentales (o pasivas).

En términos generales, las principales deficiencias se ubicaron en los indicadores 11 al 23 y el 
31, que se refieren a la participación de actores no convencionales como los del sector salud 
o los de atención a la infancia y la familia, así como instituciones judiciales y comisiones de 
víctimas, además de lo relativo a la disponibilidad de instrumentos operativos y de apoyo 
para homologar y facilitar la actuación del personal, tales como listas de cotejo, guiones, 
flujogramas o cuestionarios.

19. Estos mapas de calor deben leerse de la siguiente manera. La columna (ID) refiere a la identificación del indi-
cador, cuyas reglas de agregación se encuentran en las tablas 9 y 10, mientras que los colores fueron asignados 
en función de la calificación obtenida por cada protocolo en una cromática semaforizada de verde a rojo, donde 
el verde debe interpretarse como cumplimiento del criterio ideal por cada indicador y rojo como incumplimiento. 
De esta forma, la agregación de colores y tonalidades expresa en dónde se concentran los aspectos cumplidos y 
en dónde los retos por allanar. Aunque en la mayoría de los casos los indicadores fueron dicotómicos con esca- 
las de 0 a 1, en algunos otros se asignaron puntuaciones de 0 a 10 o de 0 a 0.5, permitiendo las escalas intermedias 
tal como se especificó en las reglas de agregación.
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Asimismo se encontró que los protocolos de 19 entidades federativas,20 entre las que se 
encuentra Chihuahua, no señalaron explícitamente cuáles eran las funciones del Ministerio 
Público y peritos en la parte del enjuiciamiento, lo cual reflejaría que el proceso penal no 
tendría consideraciones de integralidad (gráfica 12).

En un análisis específico de los protocolos donde se implementa la Iniciativa Spotlight se 
encontró que en la parte formal las principales deficiencias se ubican en la no inclusión de 
otros actores fundamentales para la investigación de los hechos y vigilancia de derechos 
tanto de víctimas como de imputados, tales como organismos judiciales, defensores públi-
cos y comisiones de víctimas.

Otras debilidades se ubicaron en la ausencia de guiones o formularios para llevar a cabo las 
diligencias y la inclusión, dentro de los protocolos, de acciones específicas para prevenir 
futuros feminicidios.

Finalmente, un aspecto de suma relevancia consiste en la especificación de circunstancias 
en las que se debe activar el protocolo como aparentes accidentes. Destaca que solo el pro-
tocolo de Chihuahua hace una referencia a este aspecto, mientras que los protocolos del 
Estado de México y Guerrero no se posicionaron al respecto.

Dentro de los aspectos de mayor fortaleza en los protocolos de estas tres entidades destacan 
la oficiosidad en la investigación del delito que debe ser informada a los familiares, la obliga-
ción de investigar sin dilación y el establecimiento de las funciones del primer respondiente, 
así como la incorporación de mecanismos de reparación a víctimas indirectas y la protección 
de testigos menores de edad.

En el análisis de la dimensión sustantiva, que implicó una lógica de trazabilidad —en la me-
dida de lo posible procesal y cronológica— se consideró que el protocolo de Puebla fue el 
mejor evaluado y solo tuvo deficiencias parciales en la incorporación de criterios para la 
identificación de testigos oculares y en la petición expresa al juez para intervenir comunica-
ciones, aspecto en el que solamente los protocolos de Zacatecas, Nayarit, FGR, Querétaro, 
Campeche y Tabasco incorporaron referentes explícitos y obtuvieron notas satisfactorias.

Por su parte, Zacatecas ocupó la segunda posición en el ranking de la dimensión formal, 
aunque presentó deficiencias en cuanto a la obligatoriedad de apego al Protocolo Nacional 
de Primer Respondiente en la identificación de pruebas para explorar la existencia de actos 
seriales o vínculos con otros crímenes, en soslayar la grabación de entrevistas y en la solici-
tud al juez para tomar muestras de fluidos del imputado.

En contraste, Baja California obtuvo la calificación más baja y solo registró notas de cum-
plimiento total en los aspectos como la notificación inmediata tras conocimiento del hecho 
criminal, identificación de testigos oculares, identificación y acceso a sistemas de videovi-
gilancia, la realización de pruebas para acreditar los supuestos de feminicidio, la documen-

20. Las entidades son: Guanajuato, Chihuahua, Ciudad de México, Yucatán, Oaxaca, Querétaro, Veracruz, Sono-
ra, Chiapas, Hidalgo, Jalisco, Campeche, Tabasco, Quintana Roo, Colima, Michoacán, Sinaloa, Baja California, 
Aguascalientes y FGR.
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Gráfica 12. Tablero de control gráfico (dimensión formal)

Fuente: Elaboración propia.

Pu
eb

la

Z
ac

at
ec

as

G
ua

na
ju

at
o

C
hi

hu
ah

ua

N
ay

ar
it

C
iu

da
d 

de
 M

éx
ic

o

C
oa

hu
ila

Es
ta

do
 d

e 
M

éx
ic

o

FG
R

G
ue

rr
er

o

Yu
ca

tá
n

O
ax

ac
a

Q
ue

ré
ta

ro

V
er

ac
ru

z

So
no

ra

C
hi

ap
as

H
id

al
go

Ja
lis

co

C
am

pe
ch

e

Ta
ba

sc
o

Q
ui

nt
an

a 
R

oo

C
ol

im
a

M
ic

ho
ac

án

Si
na

lo
a

Ba
ja

 C
al

ifo
rn

ia

 A
gu

as
ca

lie
nt

es

Sa
n 

Lu
is

 P
ot

os
í

M
or

el
os

F1
F2
F3
F4
F5
F6
F7
F8
F9
F10
F11
F12
F13
F14
F15
F16
F17
F18
F19
F20
F21
F22
F23
F24
F25
F26
F27
F28
F29
F30
F31
F32
F33
F34

TOTAL

ID



A
N

Á
LI

SI
S 

C
O

M
PA

R
A

T
IV

O
 D

E 
LO

S 
PR

O
TO

C
O

LO
S 

ES
TA

TA
LE

S

71

tación de asimetría de poder o fuerza entre víctima y victimario y la necesidad de llevar a 
cabo operaciones con sentido de urgencia. No obstante, en 34 de los 58 indicadores obtuvo 
calificaciones que correspondieron al incumplimiento del criterio correspondiente.

Desde un enfoque que analiza las partes del proceso en las que se encontraron mayores 
deficiencias, se identificó que la parte probatoria y judicial fueron las más débiles. Así, por 
ejemplo, en 17 de los 28 protocolos21 analizados (incluido el de Chihuahua) no se conside-
raron especificaciones para solicitar al juez girar orden de aprehensión cuando hubiere los 
elementos necesarios, en 14 no se señaló la petición al juez para realizar un cateo y acceso 
de registros, mientras que en 11 no se hizo explícita la necesidad de solicitar al juez la autori-
zación para intervenir comunicaciones. Asimismo, en 13 entidades22 (incluyendo Estado de 
México y Chihuahua), no se estableció que las entrevistas a testigos, imputados, familiares 
u otros conocidos debían grabarse.

Otra deficiencia importante fue que en los protocolos de FGR, Sonora, Estado de México, Yuca-
tán, Querétaro, Chiapas, Veracruz, Chihuahua, Guanajuato, Quintana Roo, Guerrero, Oaxaca, 
Campeche, Jalisco, Hidalgo, Sinaloa, Colima, Tabasco, San Luis Potosí, Morelos, Aguascalientes, 
Michoacán y Baja California no se incluyó la realización de reuniones de balance para adecuar 
el plan metodológico de investigación, mientras que en Tabasco, Morelos, Aguascalientes y 
Baja California no se especificaron los elementos mínimos que debía contener el plan, entre 
los que se encuentran la probable causa de la muerte, la naturaleza y grado de vinculación en-
tre sospechoso(s) y víctima (s), la hipótesis de odio, saña o misoginia, entre otros (gráfica 13).

En un análisis concentrado de los protocolos del Estado de México, Chihuahua y Guerrero, las 
principales deficiencias de la parte sustantiva se localizaron en la ausencia de procedimientos 
para solicitar autorización judicial tanto de intervención de comunicaciones entre víctima e 
imputado como de toma de fluidos a sospechosos e imputados, mientras que solo el Estado 
de México establece la obligación de solicitar autorización judicial para efectuar un cateo.

En cuanto al acopio de pruebas, solo Guerrero señala que las entrevistas a familiares, testi-
gos o imputados deben grabarse, y señala mecanismos para preservar los indicios más allá 
del juicio y la sentencia.

Otra deficiencia relevante se identificó en el procedimiento para realizar la notificación inme-
diata tras el conocimiento del hecho criminal, aspecto que solo está previsto en el protocolo 
del Estado de México.

Como parte de las fortalezas se reconoce que en las tres entidades se tienen previstos as-
pectos para consultar registros administrativos y civiles de la víctima, realizar un análisis eco-
lógico y acopiar pruebas para documentar incomunicación e investigación sobre aspectos 
contextuales que demuestren la especial vulnerabilidad de la víctima, temas que resultan 
fundamentales para la investigación.

21. Yucatán, Chiapas, Veracruz, Chihuahua, Quintana Roo, Oaxaca, Campeche, Hidalgo, Sinaloa, Colima, Tabas-
co, San Luis Potosí, Morelos, Aguascalientes, Michoacán, Baja California y FGR.

22. Zacatecas, Estado de México, Yucatán, Querétaro, Chiapas, Chihuahua, Guanajuato, Oaxaca, Hidalgo, Mo-
relos, Aguascalientes, Michoacán y Baja California.
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Fuente: Elaboración propia.
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Asimismo, los protocolos de las tres entidades prevén la realización y acopio de pruebas 
para documentar quién lo hizo, qué hizo, a quién se lo hizo, en qué circunstancia lo hizo, el 
móvil de la acción y la existencia de razones de género. En ese sentido, la principal fortaleza 
de estos protocolos se encuentra en la parte probatoria.

Al comparar ambas dimensiones pudiera parecer que, a simple vista, existe una correspon-
dencia entre las calificaciones obtenidas en la dimensión formal y la dimensión sustantiva, 
por lo que se recurrió a un análisis bidimensional para confirmar, o no, esta circunstancia 
(ver gráfico 14). De esta forma se encontraron resultados contrastantes, por ejemplo, solo 
cuatro de los 28 protocolos evaluados ocuparon la misma posición en el ranking23 tanto en 
la dimensión formal como en la sustantiva (línea negra), lo que refleja consistencia y equili-
brio entre ambas dimensiones. Así, Puebla, Zacatecas, Estado de México y Aguascalientes 
conservaron las posiciones 1, 2, 8 y 26, respectivamente (gráfica 14).

Sin embargo, en la mayoría de los casos las posiciones variaron demostrando que un pro-
tocolo puede ocupar una posición mejor en la dimensión formal que en la sustantiva (línea 
azul) o viceversa (línea roja), lo que evidencia cuáles son las principales áreas de oportunidad 
para trabajar.

Destacan los siguientes casos. Guanajuato se caracterizó por ocupar la tercera posición en 
la dimensión formal, pero la décimo cuarta en la dimensión sustantiva con una puntuación  
de 23 y 64.5, respectivamente, que suman 76.7 puntos en la escala de 100. Esta disparidad de 
posiciones obedeció a que en la dimensión formal únicamente se encontraron deficiencias 
en la ausencia de instrumentos prácticos como formularios y la no inclusión de mecanismos 
para la prevención. En la dimensión sustantiva, fueron escuetas las referencias y criterios 
respecto de los mecanismos para el embalaje y levantamiento de indicios, nulos los meca-
nismos para identificar y solicitar videograbaciones a establecimientos públicos o privados, 
así como para grabar las entrevistas y para realizar reuniones de balance e intervenir comu-
nicaciones de víctima y victimario.

Otro caso que destaca por ocupar el cuarto lugar en el ranking formal fue Chihuahua, de-
bido a que cumplió prácticamente con la totalidad de aspectos evaluados, y solo careció 
de listas de cotejo, formularios y guiones de entrevista (vale la pena destacar que la versión 
2011 del protocolo sí disponía de estos instrumentos). En el caso de la dimensión sustantiva 
se identificaron mayores deficiencias que colocaron a la entidad en la décimo tercera posi-
ción y en la undécima de la calificación general. Las mayores deficiencias se encontraron en 
la etapa de primeras diligencias, particularmente en la comunicación de la noticia criminal, 
en la ratificación de la hora de llegada al lugar y en eludir el apego al Protocolo Nacional de 
Primer Respondiente (PNPR). Otras deficiencias se identificaron en la consulta a servicios 
de salud y centros de justicia de mujeres para buscar antecedentes de violencia y en la parte 
probatoria, específicamente en omitir el señalamiento y los criterios para solicitar al juez para 
intervenir comunicaciones, tomar muestras biológicas del imputado y acceder a registros.

23. Para la parte formal y sustantiva se realizó un ranking ordenando los protocolos de las entidades de mayor a 
menor calificación obtenida. Al protocolo con la mejor calificación por dimensión se le asignó la primera posición 
y al de la calificación más baja, la última.
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RESULTADOS

Gráfica 14. Ranking bidimensional (formal y sustantiva)
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Finalmente, el caso de Oaxaca y Guerrero también destacaron, pues a pesar de no ocupar 
las primeras posiciones en ningún ranking, presentaron una gran disparidad de posiciones 
entre la dimensión formal y sustantiva.

En el caso de la formal, Oaxaca ocupó la posición duodécima, y en la sustantiva, la décimo 
séptima posición, mientras que Guerrero se colocó en la décima posición en el orden formal y 
décimo sexta en el orden sustantivo, con una puntuación de 73.6 en una escala de 100 puntos.

En el caso de Guerrero, las principales deficiencias se encontraron en la inclusión de otros 
actores, como servicios de salud y atención a víctimas, acopio de pruebas para identificar 
seriaciones o vínculos con otros crímenes y ausencia de procedimientos para etiquetamiento 
y registro del cadáver.

En sentido contrario destacaron los casos de Coahuila, Sonora y Quintana Roo con registros 
generales, en escala de 100, de 89.0, 81.2 y 70.3 puntos, respectivamente, pues en estos 
tres protocolos se distinguieron mejores calificaciones en la dimensión sustantiva que en la 
formal. Por ejemplo, en Coahuila las principales deficiencias se encontraron en las causales 
para motivar la activación del protocolo y en la no introducción de directrices para prevenir 
la corrupción y proteger los datos personales, mientras que en Sonora las principales restric-
ciones se encontraron en no contar con guiones o instrumentos de pronta referencia para los 
operadores. Finalmente, en Quintana Roo las principales debilidades en la dimensión formal 
se ubicaron en la ausencia de principios rectores como seriedad, exhaustividad o eficacia y 
en la garantía de mecanismos para evitar estereotipos de género.
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Una de las dimensiones de análisis corresponde a los resultados obtenidos por operador, 
por lo que primero fue necesario identificar quiénes y cuáles eran las obligaciones de las 
instituciones públicas encargadas de la investigación y atención a víctimas en el delito de 
feminicidio con base en el siguiente fundamento.

El artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) esta-
blece que el proceso penal tendrá por objeto el esclarecimiento de los hechos, proteger al 
inocente, procurar que el culpable no quede impune y que los daños causados por el delito 
se reparen, siendo que el mismo precepto señala específicamente los principios que regirán 
dicho proceso.

En particular, en el inciso B se señalan los derechos de toda persona imputada, mientras 
que en el C, los de la víctima o del ofendido, entre los que destacan recibir asesoría jurídica, 
atención médica y psicológica, y a que se repare el daño.

Por su parte, el artículo 21 Constitucional señala que la investigación de los delitos corres-
ponde al Ministerio Público y a las policías, las cuales actuarán bajo la conducción y mando 
de aquél en el ejercicio de esta función.

En este orden de ideas y como se desprende de la lectura de la sentencia del caso conocido 
como Campo Algodonero, que ha sido citada anteriormente, el Estado mexicano se encuen-
tra obligado a prestar a las víctimas indirectas del delito de feminicidio, atención médica, 
psicológica o psiquiátrica gratuita de forma inmediata, adecuada y efectiva a través de ins-
tituciones estatales de salud especializadas.

Asimismo, dicha sentencia señala que el Estado mexicano deberá asegurar que los profesio-
nales de las instituciones de salud especializadas, que sean asignados para el tratamiento de 
las víctimas, valorarán debidamente las condiciones psicológicas y físicas de cada víctima y 
tendrán la experiencia y formación suficiente para tratar tanto los problemas de salud físicos 
que padezcan los familiares como los traumas psicológicos ocasionados como resultado de 
la violencia de género, la falta de respuesta estatal y la impunidad. De igual forma, el trata-
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miento debe prestarse por el tiempo que sea necesario e incluir el suministro de todos los 
medicamentos que eventualmente requieran.

Por dichas razones, todas aquellas instituciones que prestan servicios con la finalidad de 
garantizar el derecho a la reparación integral del daño a las víctimas indirectas del delito y 
procurar el acceso a la justicia han de ser consideradas como participantes en materia de 
gestión del delito de feminicidio.

Con base en lo anterior, en la figura 3 se identificaron, en la línea superior, los actores que de 
forma directa participan en la investigación de los delitos de feminicidio, mientras que en la 
línea inferior se señalaron aquellas instituciones o actores complementarios indispensables 
para el cumplimiento de los deberes previstos en los preceptos de la CPEUM y la sentencia 
antes citada.

Figura 3. Operadores que participan en la investigación  
del delito de feminicidio y atención a víctimas

Policía Preventiva

Servicios Periciales

Sistema DIF

Ministerio Público

Servicios de Salud

Comisiones de 
Atención a Víctimas
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Centros de Justicia para 
las Mujeres
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4.1 Actores directos
Se revisaron las obligaciones específicas de las instituciones investigadoras que, para efectos 
de esta sección, se denominaron actores directos, que se refiere a los siguientes operadores 
jurídicos: Ministerio Público, policías y peritos.

4.1.1 Ministerio Público

Como ya se mencionó, en el orden jurídico mexicano las investigaciones penales deben ser 
dirigidas por el agente del Ministerio Público sin que esta función pueda delegarse en auto-
ridades diversas.

Las leyes orgánicas reglamentarias de la función del Ministerio Público en los órdenes federal 
y estatal establecen los requisitos necesarios para ejercer dicha función, la cual, en todos los 
casos, exige que sea ejercida por licenciados en Derecho o abogados.

En cuanto a las funciones específicas, el Capítulo V del Código Nacional de Procedimientos 
Penales (CNPP) establece que compete al Ministerio Público conducir la investigación de los 
delitos, coordinar a las policías y a los servicios periciales durante la investigación, ordenar 
las diligencias pertinentes y útiles para demostrar, o no, la existencia del delito y la respon-
sabilidad de quien lo cometió o participó en su comisión y, en su caso, ejercer la acción penal 
ante las autoridades judiciales respectivas.

Las obligaciones específicas del Ministerio Público se encuentran previstas en el artículo 131 
del CNPP y destacan la de vigilar que durante la investigación se cumpla con los derechos hu-
manos, recibir denuncias y querellas, ejercer conducción y mando de las policías, coordinar a 
los peritos, ejecutar las medidas necesarias para evitar la pérdida de indicios, requerir informes 
a autoridades, brindar medidas de protección y ejercer la acción penal, por mencionar las más 
relevantes.

Por lo que respecta a la tutela de los derechos de las víctimas, el CNPP establece obligacio-
nes a cargo del agente del Ministerio Público, particularmente las relativas a la imposición 
de medidas de protección y la solicitud de providencias precautorias a la autoridad judicial.

En cuanto a las medidas de protección, estas son resoluciones dictadas por el agente del 
Ministerio Público cuando estima que el imputado representa un riesgo inminente en contra 
de la seguridad de las víctimas. Las medidas de protección, consistentes en la prohibición de 
acercarse o comunicarse con la víctima u ofendido, la limitación para asistir o acercarse al 
domicilio de la víctima u ofendido o al lugar donde se encuentre y la de separación inmediata 
del domicilio deben ser ratificadas por juez de control dentro de los cinco días siguientes a 
la fecha en que sean dictadas por el agente del Ministerio Público.

Por su parte, las providencias precautorias consisten en resoluciones dictadas a petición 
del agente del Ministerio Público, víctima u ofendido, que tienen como finalidad el asegura-
miento de la reparación del daño y la restitución de derechos de las víctimas, y se decretan 
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siempre y cuando de los datos de prueba se desprenda la posible reparación del daño y la 
probabilidad de que el imputado sea responsable de repararlo. Estas providencias se mues-
tran en la figura 4.

Figura 4. Principales medidas precautorias
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4.1.2 Policía

El artículo 132 del Código Nacional de Procedimientos Penales establece las obligaciones 
de la Policía en la investigación de los delitos; señala que la función policial se desarrollará 
siempre bajo la conducción y mando del Ministerio Público y se regirá por los principios de 
legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos hu-
manos reconocidos en la CPEUM.

Resulta relevante destacar que, en la investigación de los delitos de feminicidio, en términos 
de lo establecido en la Sentencia del Amparo en Revisión 554/2013 (caso Mariana Lima), las 
funciones que resultan inexcusables al momento en que la policía tiene conocimiento del 
hecho delictivo en que se privó de la vida a una mujer son las siguientes:

•	 Impedir o procurar impedir la consumación del delito.

•	 Detener en flagrancia al probable responsable.

•	 Preservar el lugar de los hechos o del hallazgo.

•	 Informar de forma inmediata al agente del Ministerio Público de los delitos cometidos 
y diligencias practicadas.

Por otra parte, no se omite mencionar que el Consejo Nacional de Seguridad Pública (CNSP), 
en sesión de fecha 21 de diciembre de 2017, tomó el acuerdo 02/XLIII/17 mediante el cual se 
aprobó el Protocolo Nacional de Primer Respondiente (PNPR), el cual establece los linea-
mientos homologados para la actuación policial en la investigación de delitos.

El PNPR establece procedimientos específicos para garantizar una adecuada actuación en los 
procedimientos de denuncia, localización, descubrimiento o aportación de material probatorio 
y la detención en flagrancia, dentro de los cuales la policía tiene un rol relevante, los cuales 
prácticamente son los mismos que los establecidos en la sentencia del caso Mariana Lima.

4.1.3 Peritos

Los peritos son auxiliares de la administración de justicia con conocimientos expertos en 
algún arte, ciencia o técnica. Su labor consiste en indagar, a través del método científico o 
técnico, sobre las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que ocurrieron hechos relacio-
nados con un delito.

Tratándose de la investigación del delito de feminicidio, las disciplinas periciales necesarias 
para la averiguación de los hechos son primordialmente las mostradas en la figura 5, sin per-
juicio que la investigación de delito tan complejo requiere de la intervención de diversas espe-
cialidades como odontología forense, criminología, balística, química, biología, entre otras.
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Figura 5. Principales especialidades periciales asociadas  
a la investigación del delito de feminicidio

La participación de los peritos y su apego a las reglas técnicas y procedimientos científicos 
aplicables son fundamentales, ya que en caso de que éstos no se sometan a dichas reglas, 
los tribunales podrían desestimarlos.

Sirva como ejemplo de un desempeño pericial fallido los dictámenes en materia criminalísti-
ca referidos en la sentencia del caso Campo Algodonero, puesto que, en ese caso, la cuarta 
sala del tribunal de Chihuahua consideró que los peritos:

“Hablan de probabilidad y éstas no son más que suposiciones, conjeturas, las que por 

su carácter de índole subjetivo […] no son, en este caso, medios adecuados para llegar 

a la verdad histórica y legal de los verdaderos acontecimientos”.

En el mismo caso, la CIDH, refiriéndose a procedimiento de necropsia, concluyó que la au-
topsia realizada el 6 de noviembre de 2001:

No tuvo en cuenta los principios generales en los que debe basarse una correcta ne-

cropsia médico legal, por lo que al carecer de estas normas no se arriba a los objetivos 
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de una autopsia médico legal […]. Inclusive en algún punto de su redacción lleva a […] 

confusión [y] carece de la profundidad necesaria para realizar un diagnóstico diferido 

al no ser completa la necropsia y carecer de estudios complementarios.

Como se advierte, una actuación deficiente tanto de peritos, como de policías y agentes del 
Ministerio Público tiene como consecuencia que la autoridad jurisdiccional no pueda cono-
cer los hechos y, por tanto, genera impunidad en perjuicio de las víctimas, debido a que las 
evidencias obtenidas pueden ser declaradas nulas en los casos en que se obtengan con vio-
lación a derechos humanos o bien pierdan valor probatorio al no ser obtenidas mediante los 
procedimientos estandarizados o cuando se realicen con violación a las normas procesales 
que rigen la actuación de los actores del sistema de justicia.

4.2 Actores complementarios
Se revisaron las obligaciones de los actores denominados complementarios, particularmen-
te Centros de Justicia para Mujeres, Comisiones de Atención a Víctimas, autoridades del 
Sistema de Salud y del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia (DIF) que administra 
las procuradurías para la defensa del menor, entre otros.

Así se describieron los fundamentos y razones por los cuales resulta indispensable la coor-
dinación interinstitucional con diversas dependencias de la administración pública, a fin de 
brindar a las víctimas del delito asesoría, asistencia y atención oportuna.

4.2.1 Centros de Justicia para Mujeres

Los Centros de Justicia para Mujeres (CJM) son instancias gubernamentales creadas por 
iniciativa del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, donde se 
concentran servicios interdisciplinarios en la modalidad de “bajo un mismo techo” para que 
mujeres víctimas de violencia puedan ser atendidas. Los servicios que se proporcionan en 
estos centros son los siguientes:

•	 Atención psicológica, jurídica y médica.

•	 Albergues temporales.

•	 Ludotecas.

•	 Talleres de empoderamiento social y económico para apoyar a las mujeres a salir del 
círculo de violencia.

Los CJM resultan indispensables tanto para coadyuvar con el Ministerio Público en la in-
vestigación de los delitos, toda vez que en sus archivos pueden constar registros para acre-
ditar algún elemento normativo del tipo penal de feminicidio, como para apoyar a víctimas 
indirectas del delito.
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4.2.2 Sistema Nacional para el Desarrollo 
Integral de la Familia (DIF)

El Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia tiene por objeto promover el 
desarrollo de la familia y de la comunidad, operar establecimientos de asistencia social en 
beneficio de niñas, niños y adolescentes, adultos mayores y personas con algún tipo de dis-
capacidad o en situación de vulnerabilidad, prestar servicios de asistencia jurídica o de orien-
tación social, promover el establecimiento de centros y servicios de rehabilitación somática, 
psicológica, social y ocupacional, coadyuvar en el desarrollo de los procesos de adopción de 
niñas, niños y adolescentes y proteger los derechos de niñas, niños y adolescentes cuando 
éstos se encuentren vulnerados.

El Sistema Nacional se integra por las instituciones federales y de los estados y municipios 
que, constituidos como organismos públicos descentralizados, con personalidad jurídica y 
patrimonio propio, cuentan con una serie de recursos para cumplir el objeto referido, siendo 
que dichos organismos se denominan DIF (Desarrollo Integral de la Familia).

En la mayoría de los casos, dentro de las estructuras del DIF se encuentran unidades admi-
nistrativas denominadas procuradurías del menor, que tienen como finalidad representar a 
niñas y niños ante los tribunales del orden familiar.

Por lo expuesto, la interacción entre las autoridades investigadoras del delito y el DIF resulta 
de la mayor relevancia, toda vez de que en caso de que existan víctimas indirectas que sean 
niñas, niños o adolescentes, esta institución podrá otorgar servicios especializados, sobre 
todo cuando las víctimas se encuentren en situación de orfandad o registren afectaciones 
psíquicas de gravedad.

4.2.3 Servicios de salud

La atención médica oportuna a las víctimas directas e indirectas de un hecho criminal –física 
y emocional– resulta crucial para buscar la reparación de los daños, por lo cual es fundamen-
tal gestionar una vinculación pertinente de los operadores directos del sistema de justicia 
penal con las instituciones del sistema nacional de salud.

Asimismo, para la investigación del delito y, en particular, sobre las posibles razones de géne-
ro y la elaboración de un análisis de contexto adecuado y completo, se requiere información 
de unidades de medicina familiar y hospitalarias donde las víctimas directas hubiesen sido 
tratadas por posibles actos de violencia previa por parte del imputado.

Por lo tanto, entre las instituciones con las cuales debe contarse con una vinculación adecuada 
se encuentran: Instituto Mexicano del Seguro Social, el Instituto de Salud para el Bienestar  
–antes Seguro Popular–, el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 
Estado, y la Secretaría de Salud de cada entidad federativa, por mencionar los más relevantes.
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4.2.4 Comisiones Ejecutivas Estatales de 
Atención a Víctimas (CEEAV)

Las comisiones ejecutivas de atención a víctimas son dependencias del orden estatal y federal 
que tienen como objetivo principal otorgar atención provisional, oportuna y rápida de acuer-
do con las necesidades inmediatas que tengan relación directa con un hecho victimizante.

Entre los servicios de atención a las víctimas y ofendidos se encuentran aquellos necesarios 
para satisfacer las necesidades de alimentación, aseo personal, manejo de abastecimientos, 
atención médica y psicológica de emergencia, transporte de emergencia, vestido y aloja-
miento transitorio en condiciones dignas y seguras, y asesoría jurídica a partir del momento 
de la comisión del delito.

Esas medidas de ayuda provisional deben brindarse garantizando siempre un enfoque trans-
versal de género y diferencial para, durante el tiempo que sea necesario, garantizar que la 
víctima supere las condiciones de necesidad inmediata.

Asimismo, estas comisiones tienen entre sus funciones la responsabilidad de administrar fon-
dos públicos para la reparación del daño, los cuales deben ser aplicados de forma subsidiaria 
en los casos en que el sentenciado no cuente con recursos suficientes para reparar el daño.

4.3 Resultados del análisis de actores
En esta sección se presentan los resultados y análisis de las dimensiones formal y sustanti-
va de la matriz de indicadores, toda vez que en ambos casos se recopiló información sobre 
la participación de los actores directos y complementarios durante una investigación por 
feminicidio.

4.3.1 Actores directos

Para realizar este análisis se utilizaron los datos de las columnas de la matriz de indicadores 
que hacían referencia a los tres actores directos que participan en el proceso de investigación 
y que son los ministerios públicos, los policías de investigación y los peritos.

Esto fue posible debido a que, como se describió en la metodología, durante el llenado de la 
matriz se identificó a qué actor le correspondía la función que se describía en cada uno de 
los indicadores, por lo que el procesamiento de datos implicó contar el número de mencio-
nes para luego identificar en un mapa de calor, y de forma semaforizada, la distribución de 
responsabilidades y actores.

De esta manera se identificó qué diligencia o actividad señalada en los protocolos tuvo un 
destinatario específico en función de los cinco grandes conjuntos que fueron definidos 
originalmente y coinciden con las etapas generales del proceso de investigación (primeras 
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diligencias, investigación inicial, investigación complementaria, litigio y transversalidad). 
Con esta información se procesaron los resultados mismos que se presentan por operador 
y etapa del proceso de investigación y, luego, por entidad federativa.

4.3.1.1 Resultados generales, por operador directo y por etapa del proceso 
de investigación

Como se refirió previamente, el CNPP describe –en congruencia con lo dispuesto en la CPEUM– 
un conjunto de competencias que tiene el MP para la realización de una investigación, entre 
ellas dirigirla, ejercer la conducción y mando de las policías y coordinar a los peritos.

Con este antecedente se identificó que, en efecto, los protocolos de feminicidio hacen re-
caer el peso del proceso de investigación en el MP, pues del total de las menciones que se 
hacen en los protocolos respecto de los operadores, 44.4% correspondió a este actor; en 
segundo lugar se ubicaron los peritos con 29.4% y por último, se encontraron las referencias 
a la policía de investigación con 26.2 por ciento (figura 6).

Figura 6. Porcentaje de alusiones hechas en los protocolos por operador

Primeras diligencias. Al analizar los resultados por etapa de investigación se identificó que 
los indicadores correspondientes a las primeras diligencias se concentran en MP y policía 
ministerial con cuatro de cada 10 referencias, respectivamente, mientras que solo se alude 
a los peritos en dos de cada 10 casos.

Al interior de esta etapa destacan los indicadores de consulta a sistemas de información (in-
teligencia) que es una facultad del MP y que se subraya en 61.5% de las referencias hechas 
en los protocolos.

Ministerio Público

44%

Policía de investigación

26.2%

Servicios Periciales

29.4%
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También destacan los indicadores de noticia criminal, PNPR y metodología para la inspec-
ción para el primer contacto con la escena de crimen, pues están focalizados en la policía de 
investigación, con 75%, 57.9% y 40.2% de las menciones, respectivamente.

Investigación inicial. Por lo que toca a la etapa de investigación inicial que considera, prin-
cipalmente, los indicadores relacionados con la preservación y recolección de pruebas, en 
los protocolos se orientó esta actividad hacia los peritos, pues recibieron la mitad de las 
referencias con 49.8 por ciento.

Tabla 13. Resultados por operador, etapa del proceso de investigación e indicador24

Etapa / indicador MP
Policía de 

investigación 
(PDI)

Perito

Primeras diligencias 41.2% 38.2% 20.6%

Consulta a sistemas de información (inteligencia) 61.5% 28.7% 9.8%

Fijación de la escena del crimen 40.0% 22.0% 38.0%

Metodología para la inspección para el primer contacto con la 
escena del crimen

35.6% 40.2% 24.2%

Noticia criminal 21.4% 75.0% 3.6%

PNPR 26.3% 57.9% 15.8%

Investigación inicial 25.4% 23.7% 50.9%

Investigación complementaria 44.4% 23.3% 32.2%

Entrega de cuerpo / restos 71.4% 4.8% 23.8%

Perfeccionamiento, redefinición o profundización de líneas de 
investigación

48.0% 27.3% 24.6%

Planteamiento del programa metodológico de investigación 47.7% 34.1% 18.2%

Preservación y recolección de las pruebas 40.7% 34.3% 25.0%

Protocolo de necropsia médico-legal con perspectiva de género 39.6% 10.7% 49.8%

Reuniones de balance y seguimiento 44.1% 29.4% 26.5%

Litigación 59.2% 16.0% 24.9%

Elementos constitutivos de la carpeta de investigación / 
formulación de la acusación

66.7% 20.8% 12.5%

Sistematización de pruebas para presentar el caso ante el juez 58.6% 15.6% 25.8%

Todo el proceso (transversalidad) 53.7% 27.6% 18.7%

Total general 44.4% 26.2% 29.4%

24. El universo de información consideró solo los datos correspondientes a los protocolos en los que se señaló 
expresamente la participación de los operadores y luego se calculó el peso porcentual de cada uno respecto de 
ese universo.
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Investigación complementaria. Esta etapa está asociada principalmente con los ministerios 
públicos que tuvieron 44.4% de las referencias, mientras que los peritos tuvieron 32.2% de 
las referencias y la policía de investigación 23.3 por ciento.

En el caso del indicador relativo a la entrega de cuerpo o restos, el Ministerio Público fue 
referido 71.4% de las ocasiones, mientras que, en los indicadores relativos al perfecciona-
miento, redefinición o profundización de líneas de investigación, planteamiento del programa 
metodológico de investigación y reuniones de balance y seguimiento le correspondió 48%, 
47.7% y 44.1%, respectivamente.

La aplicación del protocolo de necropsia médico-legal con perspectiva de género fue una 
tarea asignada principalmente a los peritos, quienes tuvieron 49.8% de las referencias. Sin 
embargo, también se señaló explícitamente a los ministerios públicos en 39.6% de los casos, 
argumentando que los agentes del Ministerio Público son quienes tienen la obligación de 
solicitar que, de forma expresa, la necropsia se realice utilizando la perspectiva de género. 
No debe entenderse bajo ninguna circunstancia que los peritos deban omitir realizar una 
necropsia con perspectiva de género, cuándo se indague la muerte violenta de una mujer.

Litigio. En esta etapa las referencias se concentraron en el Ministerio Público con 59.2%. De 
forma lógica, los indicadores sobre los elementos constitutivos de la carpeta de investiga- 
ción / formulación de la acusación y respecto de la sistematización de pruebas para presentar 
el caso ante el juez se concentraron en este operador con 66.7% y 58.6%, respectivamente.

Transversalidad. En este grupo se consideraron elementos como la atención a víctimas y la 
inclusión de la perspectiva de género a lo largo de todo el proceso de investigación y que de-
bía corresponder a todo el protocolo y a todos los operadores. Sin embargo, esta perspectiva 
aplicó principalmente a los ministerios públicos que registraron 53.7% de las referencias, a 
la policía de investigación con 27.6% y a los peritos con apenas 18.7 por ciento.

4.3.1.2 Resultados por entidad federativa

En el análisis por entidades federativas, el registro fue mayoritariamente homogéneo, toda 
vez que en 23 de los 28 protocolos, equivalente a 82.1% del total, el Ministerio Público tuvo 
la proporción más elevada de menciones, lo cual es concordante con lo previsto por el ar-
tículo 21 Constitucional que señala que la investigación de los delitos estará dirigida y será 
conducida por el agente del Ministerio Público.

Los casos de FGR y Jalisco presentaron un panorama diferente, pues el mayor número de 
menciones lo tuvo la policía de investigación con 38.9% y 35.6%, respectivamente, mientras 
que, en Sonora, Chiapas y Baja California la mayoría de las referencias se asociaron con los 
peritos, al obtener porcentajes de 46.2%, 45.3% y 51.4%, respectivamente (tabla 14).
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Tabla 14. Resultados por operador y entidad federativa

Ranking Entidad 
federativa

Puntaje 
general MP PDI Perito

1 Puebla 108.74 36.2% 30.9% 33.0%

2 Zacatecas 104.49 45.5% 27.3% 27.3%

3 Coahuila 101.48 51.5% 22.2% 26.3%

4 Nayarit 101.32 42.7% 30.1% 27.2%

5 Ciudad de 
México

100.08 41.7% 33.3% 25.0%

6 FGR 97.99 30.6% 38.9% 30.6%

7 Estado de  
México

94.08 43.1% 29.4% 27.5%

8 Sonora 92.58 43.1% 10.8% 46.2%

9 Yucatán 92.15 42.4% 26.1% 31.5%

10 Querétaro 90.65 37.3% 35.3% 27.5%

11 Chihuahua 89.99 59.5% 16.7% 23.8%

12 Chiapas 89.24 23.4% 31.3% 45.3%

13 Veracruz 88.83 78.6% 0.0% 21.4%

14 Guanajuato 87.49 56.5% 19.6% 23.9%

15 Guerrero 83.91 40.7% 27.8% 31.5%

16 Oaxaca 81.58 52.2% 25.6% 22.2%

17 Quintana Roo 80.16 47.7% 36.9% 15.4%

18 Hidalgo 79.83 50.6% 27.0% 22.5%

19 Jalisco 79.82 29.9% 35.6% 34.5%

20 Campeche 79.725 39.7% 26.4% 33.9%

21 Sinaloa 75.16 46.6% 27.6% 25.9%

22 Tabasco 70.91 50.0% 14.1% 35.9%

23 Colima 69.325 52.5% 14.8% 32.8%

24 San Luis Potosí 62.5 71.1% 13.2% 15.8%

25 Morelos 52.575 56.4% 12.7% 30.9%

26 Michoacán 47.79 47.7% 27.3% 25.0%

27 Aguascalientes 46.74 50.9% 24.5% 24.5%

28 Baja California 39.41 10.8% 37.8% 51.4%
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Por lo que respecta a los estados Spotlight, se obtuvieron los resultados siguientes:

•	 La participación del Ministerio Público es preponderante en las tres entidades federa-
tivas, principalmente en Chihuahua con 59.5% de las menciones, seguido del Estado 
de México con 41.7% y Guerrero con 40.7 por ciento.

•	 En cuanto a la participación de la policía de investigación, en el Estado de México al-
canzó 29.4%, en Guerrero 27.8% y en Chihuahua 16.7 por ciento.

•	 En el Estado de México y Guerrero la participación de los peritos fue de 27.5% y 31.5%, 
respectivamente. Destaca el caso de Chihuahua, ya que la prevalencia de este actor fue 
superior, con 23.8% a las menciones identificadas con la policía de investigación (16.7%).

4.3.2 Actores complementarios

Como ya se advirtió, los actores complementarios fueron los Servicios de Salud (SS), Cen-
tros de Justicia para las Mujeres (CJM), DIF y Comisiones Ejecutivas Estatales de Atención 
a Víctimas (CEEAV).

No obstante, para efectos de este análisis y considerando la estructura de la matriz de indi-
cadores, se incluyó en esta sección a la policía preventiva (SSP),25 con lo que suman cinco 
operadores complementarios.

Para procesar y analizar la frecuencia con la que estos operadores fueron aludidos en los pro-
tocolos se consideró como valor máximo que se tuvieran cinco menciones, lo que permitió 
presentar los resultados tanto en términos porcentuales como de manera semaforizada, así 
como obtener una calificación general de cada estado.

De esta forma se obtuvieron los siguientes resultados:

•	 12 protocolos hicieron referencias explícitas o implícitas al sector salud, lo que equi-
vale al 42.8% del total. Particularmente, los estados de Puebla, Zacatecas, Coahuila, 
Ciudad de México, Sonora, Veracruz, Guanajuato, Quintana Roo, Yucatán y Nayarit 
hicieron referencias explícitas y amplias a este actor, mientras que Querétaro y  
Sinaloa hicieron señalamientos aislados.

•	 Cerca de 80% de los protocolos –22 casos– consideraron la colaboración con los cen-
tros de justicia para las mujeres o centros de apoyo similares, específicamente para 
el intercambio de información respecto de las víctimas, agresiones previas o petición 
de ayuda por maltrato y determinación de posibles razones de género. Solamente los 

25. La matriz de indicadores en su vertiente sustantiva estuvo orientada a identificar el grado de participación de 
la policía de investigación, ministerios públicos y peritos en cada una de las etapas indicadas. Complementaria-
mente, en la vertiente formal se incluyeron indicadores de contexto que permitieron identificar el establecimiento 
de algún tipo de relación con otros actores, entre los cuales se incluyó a la policía preventiva. De esta forma, la 
manera en la que se registró la información para ambos tipos de actores obedeció a criterios y propósitos dis-
tintos, por ende, los resultados muestran información diversa que no sería viable incluir en un mismo apartado.
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estados de Chihuahua, Oaxaca, Estado de México, Chiapas, Jalisco y Michoacán no 
hicieron ningún tipo de referencia a la colaboración con este tipo de instancias.

•	 La participación del DIF con miras a garantizar el interés superior de la niñez fue con-
siderada en 12 protocolos, es decir, 42.8 por ciento. La colaboración con esta instancia 
fue señalada en los protocolos de los estados de Puebla, Zacatecas, Coahuila, Ciudad 
de México, Sonora, Veracruz, Guanajuato, Quintana Roo, Yucatán, Guerrero, Sinaloa 
e Hidalgo; en el resto no se hizo la mínima referencia a este actor complementario.

•	 En 18 protocolos, que representan 64.2% de los casos, se consideró la canalización de  
las víctimas indirectas a las comisiones de atención a víctimas. Destacan los casos  
de Sinaloa, FGR, Hidalgo, Campeche, Estado de México, Chiapas, Jalisco, Colima, San 
Luis Potosí y Michoacán, toda vez que no hacen alguna referencia a las comisiones de 
atención a víctimas.

•	 24 Protocolos –85% del total– consideraron la participación de la policía preventiva 
en los procesos de investigación de un feminicidio. Solamente los estados de Tabasco, 
Morelos, Colima y San Luis Potosí obviaron la participación de este actor en el proceso 
de investigación de un feminicidio.

Figura 7. Porcentaje de alusiones hechas en los  
protocolos por operador complementario

Servicios de salud

42.8%

Centros de Justicia para  
las Mujeres 

80.0%

Comisiones de Atención  
a Víctimas 

62.4%

Sistema DIF

42.8%

Policía preventiva

85.0%
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Considerando como valor máximo el 5, que equivale a la inclusión de los cinco operadores 
complementarios, el promedio nacional fue de 2.8 puntos.

Por encima del promedio se ubicaron 11 estados, destacando Puebla, Zacatecas, Coahui-

la, Ciudad de México, Sonora, Veracruz, Guanajuato y Quintana Roo que incluyeron a 

los cinco actores complementarios (tabla 15).

Por el contrario, los Estados de México, Chiapas, Jalisco, Colima, San Luis Potosí y Michoa-
cán solamente consideraron la participación de un actor complementario.

Cabe señalar que los Servicios de Salud y el Sistema DIF fueron los actores menos referidos 
en los protocolos, aun cuando son actores fundamentales tanto en el proceso de atención a 
víctimas directas sobrevivientes y víctimas indirectas, como en el proceso de investigación, 
pues pueden aportar información valiosa sobre antecedentes de violencia de la víctima, 
entre otros datos.

En cuanto a los territorios Spotlight, Guerrero se ubicó en la mejor posición respecto del 
promedio nacional, pues alcanzó una calificación de 3.5 puntos, al referirse a la mayoría de 
los actores, salvo a los servicios de salud y al DIF, cuyas referencias fueron someras.

El protocolo de Chihuahua solo hace referencias explícitas a las comisiones de víctimas y a 
la participación de la policía preventiva, por lo que obtuvo un puntaje de 2, ubicándose por 
debajo del promedio nacional.

Mientras que el protocolo del Estado de México solamente considera la participación de la 
policía preventiva, obviando al resto de los actores complementarios, por lo que obtuvo una 
calificación de un punto y se ubicó por debajo del promedio nacional.

Tabla 15. Resultados por operador complementario y entidad federativa

Lugar Entidad 
federativa SS CEJUM DIF CEEAV SSP Puntaje

1 Puebla 5.0

2 Zacatecas 5.0

3 Coahuila 5.0

4 Ciudad de México 5.0

5 Sonora 5.0

6 Veracruz 5.0

7 Guanajuato 5.0

8 Quintana Roo 5.0

9 Yucatán 4.0

10 Guerrero 3.5
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Lugar Entidad 
federativa SS CEJUM DIF CEEAV SSP Puntaje

11 Nayarit 3.3

12 Querétaro 2.5

13 Sinaloa 2.5

14 Aguascalientes 2.5

15 Baja California 2.3

16 FGR 2.0

17 Chihuahua 2.0

18 Oaxaca 2.0

19 Hidalgo 2.0

20 Campeche 2.0

21 Tabasco 2.0

22 Morelos 2.0

23 Estado de México 1.0

24 Chiapas 1.0

25 Jalisco 1.0

26 Colima 1.0

27 San Luis Potosí 1.0

28 Michoacán 1.0
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El orden metodológico con el que se integró la matriz de indicadores, que incluyó algunos 
de los criterios utilizados en la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
(SCJN), previstos en la sentencia del amparo en revisión 554/2013, conocido como el caso 
Mariana Lima, permite diversos tipos de análisis, incluyendo la formulación de índices.

Con este antecedente se generó un subproducto, bajo la forma de índice, que revisó si los 
protocolos mexicanos para la investigación de muertes de mujeres por razones de género 
cumplen de forma específica con los estándares dictados por la SCJN en ese caso.

Lo que se denominó como Índice Mariana Lima (IML) consideró nueve criterios referidos en 
la sentencia de la Suprema Corte de Justicia, los cuales son imprescindibles para la investi-
gación de los delitos relacionados con muertes de mujeres por razones de género (figura 8).

La sentencia señaló de forma expresa lo siguiente:

En términos generales, las autoridades que investigan una muerte violenta deben intentar 

como mínimo: i) identificar a la víctima; ii) proteger la escena del crimen; iii) recuperar y  

preservar el material probatorio; iv) investigar exhaustivamente la escena del crimen; 

v) identificar posibles testigos y obtener declaraciones; vi) realizar autopsias por profe-

sionales competentes y empleando los procedimientos más apropiados; vii) determinar 

la causa, forma, lugar y momento de la muerte y cualquier patrón o práctica que pueda 

haber causado la muerte.

Por su importancia como detonante y condensador del conocimiento, sensibilización y acti-
vación de diversas instituciones y operadores, a dichos criterios se incorporó adicionalmente 
un indicador denominado “noticia criminal”, que consiste en un referente para identificar si 
el protocolo refiere la obligación de las autoridades policiales para dar aviso inmediato al 
Ministerio Público una vez toman conocimiento de la existencia de un probable feminicidio.
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Figura 8. Indicadores del IML
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En la siguiente tabla se muestra una relación donde se exponen los estándares mínimos 
considerados en la sentencia y su correspondencia con los indicadores incorporados en la 
matriz y que fueron considerados en la formulación del IML.

Tabla 16. Correspondencia entre los estándares de la  
sentencia de la SCJN y los indicadores de la matriz

Estándar mínimo Denominación general ID Indicador

i)	 Noticia criminal Noticia criminal S1

ii)	 Identificar a la víctima Primera identificación de la víctima S9

iii)	 Proteger la escena del crimen
Evitar pérdida, contaminación o altera-
ción de la escena del crimen por parte de 
perpetradores, funcionarios o terceros

S17

iv)	 Recuperar y preservar el material 
probatorio

Identificación de indicios S15, S16

v)	 Investigar exhaustivamente la es-
cena del crimen

Se consideraron dos grandes categorías:

	• Metodología para la inspección para 
el primer contacto con la escena del 
crimen

	• Preservación y recolección de las 
pruebas

S3, S4, S5, S6, S7, S8, S9, 
S15, S16, S17, S18, S19, 

S20, S21, S22, S23, S24, 
S25

vi)	 Identificar posibles testigos y ob-
tener declaraciones

Identificación oportuna de testigos 
oculares

S7

vii)	 Realizar autopsias por profesiona-
les competentes y empleando los 
procedimientos más apropiados

Protocolo de necropsia médico-legal 
con perspectiva de género

S26, S27, S28, S29, S30, 
S31, S32

viii)	Determinar la causa, forma, lugar y 
momento de la muerte, y cualquier 
patrón o práctica que pueda haber 
causado la muerte

Determinación de causa de la muerte S25

ix)	 Verificar la presencia o ausencia 
de motivos o razones de género

Demostrar razones de género S51

Si bien cada estándar estuvo integrado por uno o más indicadores de la matriz, lo que signi-
fica que fueron ponderados internamente, para facilitar el procesamiento se asignó un valor 
unitario a cada estándar cuando se cumpliera el criterio en el protocolo, por lo que el IML 
tiene una escala que va del 0 al 9.

Para facilitar su presentación se utilizó una tabla de calor con los colores del semáforo, por 
lo que a las calificaciones más bajas se les asignó el color rojo, a las intermedias amarillo y, 
a las mejores, verde.

De forma paralela se calculó el porcentaje de cumplimiento por entidad federativa, conside-
rando que el valor máximo fue de 9 y podía reflejar valores fraccionarios en los casos donde 
un indicador o más, que correspondieran a un estándar, no fuera cumplido.
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De esta forma, se obtuvieron los siguientes resultados:

•	 En primer lugar del ranking se ubicó a Puebla y a la FGR, con un valor de 9 puntos. Le 
siguieron los estados de Nayarit, Coahuila, Quintana Roo, Chiapas, Yucatán y Zaca-
tecas, con 8.9 puntos y un porcentaje de cumplimiento de 99%.

•	 Por el contrario, Baja California fue la entidad cuyo protocolo tuvo la menor compa-
tibilidad con los estándares mínimos, al obtener un valor de 4.8 puntos, equivalente 
a 53% de cumplimiento; en penúltimo lugar se ubicó el estado de Guerrero con un 
IML de 5.1 puntos, es decir, 057% de cumplimiento; y, en antepenúltimo lugar, estuvo 
Aguascalientes con un puntaje de 5.4 y un cumplimiento de 60 por ciento.

•	 Destaca el caso de Puebla que, junto con FGR, se ubicó en el lugar número 1, toda vez 
que coincide con el resultado del ranking global, en el que obtuvo un puntaje general 
de 108.74 sobre 114.

•	 Por lo que respecta a los estándares mínimos, se identificó que las principales defi-
ciencias se encuentran en la armonización de los indicadores correspondientes a vi) 
identificar posibles testigos y obtener declaraciones y en lo relativo a vii) realizar autop-
sias por profesionales competentes y empleando los procedimientos más apropiados.

•	 Sobre este último aspecto relacionado a las necropsias no debe perderse de vista que 
en el caso Campo Algodonero la Corte Interamericana de Derechos Humanos resolvió 
que las autoridades mexicanas habían sido omisas de forma sistemática en realizar 
procedimientos de necropsia adecuados. (Ver párrafo 218 de la sentencia).

Por lo que toca a los territorios Spotlight:

•	 El Estado de México se ubicó en la mejor posición del IML respecto de Chihuahua y 
Guerrero al ubicarse en la posición 18 con 8.2 puntos; mientras que Chihuahua alcanzó 
un puntaje de 6.5 y se posicionó en el lugar 23, y Guerrero se ubicó en el penúltimo 
lugar de la tabla general –lugar 27–, con un total de 5.1 puntos de los 9 posibles.

•	 En particular, si bien el protocolo del Estado de México no tuvo calificaciones de cero 
en ninguno de los estándares del IML, se identificaron deficiencias en la forma en la 
que se abordan los estándares iii), iv) y vii). Como puntos fuertes se ubican los están-
dares i), ii), iv), vi), viii y ix.

•	 Por lo que toca a Chihuahua, se identifica que tuvo calificaciones de cero en los están-
dares i) y iv), mientras que el protocolo no contempló exhaustivamente los indicado-
res de los estándares v) y vii). Por el contrario, se contemplan satisfactoriamente los 
estándares ii), iii), vi, viii y ix.

•	 El protocolo de Guerrero no contempla los estándares i), ii) y vi) y parcialmente los 
estándares iv), v) y vii); al tiempo que cumple con los estándares iii), viii y ix.

Cabe señalar que las actuaciones del personal de la procuraduría del Estado de México deriva-
ron en la sentencia conocida como Mariana Lima, por lo que resulta ilustrativo que aun después 
de la resolución quedaran temáticas pendientes que el protocolo del Estado tendría que cubrir.
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Tabla 17. Correspondencia entre los estándares de la sentencia de la SCJN y los 
indicadores de la matriz

Índice de cumplimiento de la sentencia Mariana Lima

Ranking ENTIDAD FEDERATIVA i ii iii iv v vi vii viii ix IML Porcentaje de 
cumplimiento

1 FGR 9.0 100%

2 Puebla 9.0 100%

3 Nayarit 8.9 99%

4 Coahuila 8.9 99%

5 Quintana Roo 8.9 99%

6 Chiapas 8.9 99%

7 Yucatán 8.9 99%

8 Zacatecas 8.9 99%

9 Veracruz 8.8 98%

10 Querétaro 8.8 98%

11 Guanajuato 8.7 97%

12 Jalisco 8.7 97%

13 Ciudad de México 8.5 95%

14 Tabasco 8.5 95%

15 Sinaloa 8.4 93%

16 Oaxaca 8.3 93%

17 Hidalgo 8.3 92%

18 Estado de México 8.2 92%

19 Colima 7.7 85%

20 Sonora 7.3 81%

21 Campeche 7.3 81%

22 Michoacán 6.6 73%

23 Chihuahua 6.5 72%

24 Morelos 6.4 72%

25 San Luis Potosí 6.4 71%

26 Aguascalientes 5.4 60%

27 Guerrero 5.1 57%

28 Baja California 4.8 53%
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En el siguiente mapa se identifican con tonalidades más oscuras las entidades federativas 
que tienen mayor puntaje en el IML, mientras que las que tienen tonalidades más claras re-
gistraron las calificaciones más bajas; las entidades en color gris corresponden a los estados 
que no tienen protocolo y/o no se tuvo acceso al mismo (ver Anexo 1).

Mapa 1. Índice de cumplimiento de la sentencia Mariana Lima
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Como parte de un análisis exploratorio de orden correlacional y cuantitativo, se hicieron 
múltiples ejercicios numéricos buscando relaciones entre la calificación del protocolo y el 
número de carpetas de investigación del delito de feminicidio (gráfica 15), bajo el supuesto de 
que disponer de un documento normativo que rige los principios de actuación en el caso de la  
investigación de un probable feminicidio podría aumentar la capacidad institucional para 
la investigación y el registro de lo que antaño se consideraba y clasificaba como homicidio 
doloso de mujeres. De hecho, el caso de Baja California Sur fue simbólico para plantear esta 
premisa pues es el único estado que carece de protocolo, no utiliza ninguno como supletorio 
y a pesar de registrar homicidios de mujeres y haber tipificado el delito de feminicidio, su 
registro estadístico de esta conducta se encuentra en cero.

Sin embargo, tal como se observa en la gráfica 15 no existen relaciones significativas, lo 
que, sin intención de concluir categóricamente ni establecer causalidad, podría deberse a la 
reciente publicación de los protocolos y al incipiente desarrollo de capacidades institucio-
nales para activar el protocolo y continuar con la investigación. Es decir, que el número de 
observaciones históricas relacionadas con las variables consideradas es insuficiente todavía 
como para formular hipótesis robustas que permitieran establecer como condición primaria 
que un protocolo sería indispensable para contar con un registro estadístico que distinga 
los feminicidios de otros homicidios de mujeres para luego avanzar en una dirección en  
la que, a partir de un registro objetivo y veraz, la disposición de un protocolo evaluado posi-
tivamente estuviera asociado con bajos porcentajes de impunidad y, luego, con la reducción 
en el número de feminicidios.
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Gráfica 15. Correlación entre la calificación de los protocolos  
y el número de feminicidios, 2015-2019 (septiembre)

Año Coeficiente de correlación

2015 0.189

2016 0.054

2017 0.100

2018 0.151

2019 0.234
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Hallazgos, 
recomendaciones 

y buenas prácticas: 
hacia un protocolo 

nacional
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1.	 Los protocolos se encuentran dirigidos principalmente a los ministerios públicos, lo 
cual es razonable en virtud de que estos funcionarios son responsables de conducir la 
investigación, además de que todos los protocolos analizados fueron elaborados por los 
titulares de las fiscalías o procuradurías generales de justicia de los estados y federal.

Esa situación implica que la mayoría de los protocolos señalan como operadores jurí-
dicos sustantivos únicamente al personal ministerial: agentes del Ministerio Público, 
policías de investigación y peritos, excluyendo o señalando someramente las funciones 
que corresponden efectuar a integrantes de las policías preventivas (federales, estata-
les y municipales), comisiones de atención a víctimas, instancias relacionadas con el 
sistema de salud, servicios forenses, Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de 
la Familia, por mencionar algunas entidades que han de tener actividades sustantivas 
tanto para aportar a integrar una sólida investigación, cuanto para otorgar atención, 
asistencia y asesoría pertinente a las víctimas indirectas y ofendidos.

Por lo anterior, se propone que, en tanto pudiera construirse un modelo de protocolo 
nacional, los estados de la república procedan a revisar la pertinencia de sus pro-
tocolos vigentes en el marco del Sistema Estatal de Seguridad Pública respectivo y 
someterlos a la consideración del Consejo Estatal de Seguridad Pública, ya que es-
tos organismos colegiados tienen entre sus facultades establecer políticas públicas 
e instrumentos integrales sobre el sistema de justicia penal, desde la perspectiva 
de la prevención integral y la investigación y persecución de los delitos, incluida la 
reinserción social y la reparación de daños.

2.	 Destaca que la creación de estructuras especializadas para atender el delito de femi-
nicidio es un proceso incipiente en el país, pues solo el Estado de México ha logrado 
consolidar su unidad, mientras que a nivel nacional solo se registraron 21 fiscalías espe-
cializadas. En ese sentido, se recomienda acompañar el proceso de institucionalización 
de los protocolos con el desarrollo de capacidades administrativas y la creación de 
estructuras técnicas que se especialicen en investigar estos delitos.



114

H
A

LL
A

Z
G

O
S

, R
EC

O
M

EN
D

A
C

IO
N

ES
 Y

 B
U

EN
A

S
 P

R
Á

C
T

IC
A

S

3.	 Con relación a los territorios donde se lleva cabo la iniciativa Spotlight se encontró 
que, en 2018, Chihuahua y Guerrero ocuparon la tercera y cuarta posición en homici-
dios de mujeres con tasas de 13.21 y 11.71, respectivamente, solo por detrás de Colima 
y Baja California, mientras que el Estado de México se ubicó en la vigésimo quinta  
posición.

4.	 En lo que respecta a los protocolos, el Estado de México se situó en la séptima posición 
con 94.08 puntos, mientras que Chihuahua y Guerrero ocuparon los lugares 11 y 15 con 
89.99 y 83.91 puntos. Las principales deficiencias fueron la no inclusión de otros acto-
res fundamentales como organismos judiciales, defensores públicos y comisiones de 
víctimas en la investigación de este delito; otras debilidades se ubicaron en la ausencia 
de guiones o formularios para llevar a cabo las diligencias y la inclusión, dentro de los 
protocolos de acciones específicas para prevenir futuros feminicidios.

5.	 Otras deficiencias se ubicaron en la ausencia de procedimientos para solicitar auto-
rización judicial tanto de intervención de comunicaciones entre víctima e imputado 
como de toma de fluidos a sospechosos e imputados, mientras que solo el Estado de 
México establece la obligación de solicitar autorización judicial para realizar cateos.

6.	 Asimismo, otra debilidad se encuentra en el procedimiento para realizar la notificación 
inmediata tras el conocimiento del hecho criminal, aspecto que solo está previsto en 
el protocolo del Estado de México.

7.	 Como parte de las fortalezas se reconoce que en las tres entidades Spotlight se tienen 
previstos aspectos para consultar registros administrativos y civiles de la víctima, realizar 
análisis ecológicos, acopiar pruebas para documentar incomunicación e investigación 
sobre aspectos contextuales que demuestren la especial vulnerabilidad de la víctima, 
temas que resultan fundamentales para la investigación. Asimismo, los protocolos de 
las tres entidades prevén la realización y acopio de pruebas para documentar quién lo 
hizo, qué hizo, a quién se lo hizo, en qué circunstancia lo hizo, el móvil de la acción y la 
existencia de razones de género, con lo cual la principal fortaleza de estos protocolos 
se encuentra en la parte probatoria.

8.	 La mayoría de los protocolos no disponen de un listado de procedimientos que debe 
cumplir el primer respondiente, específicamente el personal policial de las institucio-
nes preventivas estatales y municipales –incluidas las de vialidad y tránsito– que en la 
mayoría de los conflictos sociales y comunitarios son los primeros en arribar al lugar 
de los hechos presuntamente criminales.

En este sentido, y toda vez que la policía preventiva tiene una función fundamental 
durante las primeras diligencias de la investigación, es necesario señalar y describir 
su participación activa en los protocolos, específicamente describiendo las acciones a 
seguir en las siguientes áreas: proteger y resguardar la escena del crimen; identificar, 
recuperar y preservar material probatorio; ubicar testigos y obtener declaraciones; y, 
dar vista al Ministerio Público de la noticia criminal, cumpliendo puntualmente con la 
cadena de custodia a que haya lugar.
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9.	 Una gran parte de los protocolos carecen de instrumentos prácticos o guías operativas 
que faciliten la consulta por parte de los operadores y apoyen en la toma de decisiones, 
pues, considerando un combo de cinco herramientas de apoyo, solamente 22% de los 
27 protocolos estatales y el de la FGR disponen de todas ellas.

Asimismo, se detectó que la mayoría de los protocolos carecen de índices, listas de 
cotejo (checklists) y de otros instrumentos como guiones de entrevista, medios que 
facilitarían una consulta expedita, sobre todo en aquellos momentos en que los ope-
radores deben actuar con prontitud y oportunidad para asegurar la pertinencia de las 
actuaciones investigativas.

10.	La mayoría de los protocolos se enfocan en la etapa de investigación inicial y no con-
templan, o lo hacen de manera general, la etapa de investigación complementaria, 
que es crucial para configurar la teoría del caso o las hipótesis causales con medios 
sólidos de prueba que han de sustentar la acusación atendiendo el tipo penal de fe-
minicidio respectivo.

Tampoco prevén instrumentos o procedimientos que permitan una adecuada sistema-
tización y organización de los datos de prueba, a fin de que los agentes del Ministerio 
Público encargados de judicializar las causas cuenten con los elementos debidos para 
proceder en consecuencia.

La elaboración de un protocolo nacional ha de contemplar esta perspectiva, la cual es 
crucial para articular los componentes probatorios y jurídicos que supone toda inves-
tigación que se efectúa científicamente.

11.	 Es necesario que el futuro protocolo modelo describa puntualmente los pasos a seguir 
durante todas las etapas de la investigación, a efecto de que los agentes del Ministerio 
Público cuenten con los elementos y datos suficientes para hacer análisis de contexto 
completos sobre los casos que investigan, lo cual les permitirá conocer con mayor pre-
cisión las condiciones criminológicas, victimológicas, antropológicas y sociológicas en 
las cuales ocurrieron los hechos, toda vez que estos estudios aportan evidencias muy 
importantes para corroborar la existencia de los elementos normativos que contengan 
las razones de género en los casos de feminicidio.

12.	Actualmente existe un sistema de información en materia de feminicidios deficiente, 
por lo que el protocolo modelo deberá contemplar un apartado específico que regule 
la integración y operación de dicho sistema, el cual deberá contener información pre-
cisa y detallada sobre las características de presuntas víctimas y víctimas de femini-
cidio, víctimas indirectas y agresores, así como del curso que sigue el proceso penal 
en todas sus etapas.

En ese sentido, un escenario ideal consistiría en que las experiencias y el conocimiento 
que se viene generando con la aplicación de los protocolos vigentes, pudiera compartirse 
y alimentar los registros administrativos que en la materia compila el Inegi vía los servi-
cios de salud, servicio médico forense y Ministerio Público y los registros sobre carpetas 
de investigación del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública.
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13.	En la mayoría de los protocolos no se observó correspondencia entre la dimensión 
formal y sustantiva, lo que significa que durante su diseño y elaboración no se tomó 
en consideración que debían constituir herramientas de apoyo práctico y no materia-
les rígidos que sólo reflejaran un vademécum de principios de la dogmática jurídica o 
antecedentes históricos de la violencia de género.

De esta manera, en la elaboración del modelo de protocolo nacional deberá procurarse 
que durante el diseño y elaboración se equilibren perspectivas didácticas, pedagógi-
cas y pragmáticas propias de un instrumento de apoyo para la consulta ágil durante la 
operación del funcionariado –dimensión formal– al tiempo que se utilice escrupulo-
samente terminología especializada propia de una investigación científica y del pro-
cedimiento penal –dimensión sustantiva–. Una fórmula para lograr este resultado se 
encuentra en el uso de materiales de fácil comprensión, infografías, claves de acceso 
rápido, diagramas de flujo y listas de cotejo.

Resulta fundamental que durante la integración de un eventual Protocolo Nacional se 
considere la participación de operadores con experiencia que puedan decantar, en un 
documento práctico, los conocimientos y destrezas obtenidos a lo largo del tiempo.

Específicamente se recomienda que el eventual Protocolo Nacional, antes de ser pu-
blicado, difundido o socializado sea puesto a prueba mediante ejercicios de pilotaje 
con el acompañamiento de personal o consultores de UNODC, lo cual podría realizarse 
en las entidades objetivo Spotlight.

14.	Los protocolos no especifican mecanismos contundentes para garantizar que los ope-
radores apliquen la perspectiva de género como metodología para conducir la investi-
gación26 y, con ello, por ejemplo, eliminar por completo el uso de términos peyorativos 
y discriminatorios en contra de las mujeres victimizadas y las víctimas indirectas.

De esta forma, no se hacen explícitos los mecanismos para evitar prejuicios o este-
reotipos de género desde la noticia del hecho criminal, el arribo y la inspección del 
lugar de los hechos ni propiamente durante la investigación; en todo caso, se hacen 
menciones muy superficiales sobre este asunto tan delicado que de no gestionarse 
pertinentemente impacta en una estigmatización de la víctima directa y una revicti-
mización de las víctimas indirectas y ofendidos.

15.	Se requieren homologar los conceptos y procedimientos que incorporan los protocolos 
en correspondencia con el sistema de justicia penal acusatorio y oral –y los instrumen-
tos relativos aprobados en el marco del Sistema Nacional de Seguridad Pública– toda 
vez que algunos protocolos fueron elaborados antes de la entrada en vigor del nuevo 
modelo penal adversarial en todo el territorio nacional (2016).

26. Lo cual implica la necesidad de detectar posibles situaciones de desequilibrio de poder entre las partes como 
consecuencia de su género, el deber de cuestionar la neutralidad de las pruebas y el marco normativo aplicable, 
recopilar las pruebas necesarias para visualizar el contexto de violencia o discriminación y, finalmente, resolver 
los casos prescindiendo de cualesquiera cargas estereotipadas que resulten en detrimento de las mujeres.



A
N

Á
LI

SI
S 

C
O

M
PA

R
A

T
IV

O
 D

E 
LO

S 
PR

O
TO

C
O

LO
S 

ES
TA

TA
LE

S

117

Por ejemplo, en las dimensiones de actuación y bajo la figura de primer respondiente, 
informe policial homologado, registros de cadena de custodia y atención a víctimas.

16.	El protocolo nacional deberá proporcionar instrumentos metodológicos y pedagógi-
cos tendientes a demostrar ante la autoridad jurisdiccional competente la existencia 
de las razones de género, lo cual resulta muy relevante en la medida en que los tipos 
penales estatales contienen una amplia diversidad sobre las hipótesis normativas para 
efectos de demostrar en las diversas etapas procesales los elementos del tipo penal 
de feminicidio.

17.	Es esencial que se implementen mecanismos para evitar la corrupción y propiciar 
buenas prácticas en materia de transparencia, acceso a la información y protección 
de datos personales.

Específicamente deberá regularse la actuación de los intervinientes y los medios de 
información con la finalidad de resguardar la dignidad de las víctimas y el sigilo de las 
investigaciones para dar cumplimiento al principio del debido proceso legal.

18.	Algunos protocolos consideran la integración de cuerpos colegiados de seguimiento 
y evaluación de la aplicación del protocolo integrados por operadores ministeriales, 
policiales y periciales, por lo cual es recomendable profundizar en esta práctica po-
sitiva que, mediante un procedimiento de sistematización pertinente, haría posible 
conjuntar e identificar las buenas prácticas y el conocimiento que se ha generado con 
la aplicación de dichos instrumentos administrativos.

Buenas prácticas

Con la finalidad de destacar aspectos que resultarán fundamentales para la eventual redac-
ción de un Protocolo Nacional para la investigación de muertes de mujeres por razones de 
género, se sistematizaron buenas prácticas localizadas en todos los protocolos, tanto en la 
dimensión formal como sustantiva:

•	 Aguascalientes: establece enfáticamente la obligatoriedad de velar porque el cuerpo 
se trate con respeto y dignidad, y comprende la obligación de las autoridades de or-
denar las medidas tendientes a garantizar la preservación de restos humanos, evitar 
que se cometan conductas ulteriores destinadas a ocultar, destruir, mutilar, sepultar o  
profanar a la víctima. Prevé un apartado en el que obliga a las autoridades a revisar la 
pertinencia del protocolo y, en su caso, actualizarlo anualmente.

•	 Baja California: aunque su protocolo parecería estar orientado exclusivamente al 
personal de la PGJ y no hay referencias a la etapa judicializada, lo cierto es que sí con-
sidera como operadores de la investigación a otros actores como el Ejército Mexica-
no, la Secretaría de Marina o cualquier autoridad que tenga conocimiento del hecho 
delictivo. Una de las pocas referencias de investigación del victimario se refiere a las 
grabaciones de las cámaras de seguridad de su lugar de residencia.

•	 Campeche: incluye un listado detallado de elementos para integrar un plan de inves-
tigación. Cuenta con un apartado que tiene como finalidad hacer vigente la garantía 
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de no repetición, y contempla la atención a la población en general. Hace referencia 
explícita al término primer respondiente, con el cual se armoniza la terminología en 
el marco del sistema penal acusatorio y los acuerdos tomados en el seno del Consejo 
Nacional de Seguridad Pública. Su protocolo establece que en todo acto de investiga-
ción se debe indicar la hora. Resultó relevante que instruye que en las investigaciones 
deben buscarse signos de violencia simbólica, por ejemplo, muebles rotos, maltrato a  
mascotas, fotos destruidas, entre otros. También cuenta con una lista de preguntas  
a responder para integrar el plan metodológico.

•	 Ciudad de México: contiene una buena práctica relacionada con el cuidado de niños 
y niñas huérfanas, ya que dispone que cuando no se ubiquen familiares alternos que 
puedan brindar los cuidados y atenciones a las hijas e hijos, así como las personas de-
pendientes de la víctima, el personal ministerial solicitará se brinde la asistencia social 
a través del DIF de la Ciudad de México.

•	 Chiapas: destaca que la terminología utilizada se encuentra armonizada con el sistema 
de Justicia Penal Acusatorio. Establece el principio de confidencialidad con el fin de 
que los servidores públicos se abstengan de revelar información, de conformidad con 
la normatividad aplicable. Se considera que el establecimiento de esa política puede 
dar lugar a la prevención de errores o violaciones al debido proceso que puedan afec-
tar el eventual juicio.

•	 Chihuahua: no solo establece la necesidad de realizar reuniones de balance y segui-
miento de la investigación, sino que especifica su temporalidad a las 48 y 72 horas 
posteriores a la noticia criminal. Asimismo, contempla de forma expresa la metodo-
logía para procesar el cadáver.

•	 Coahuila: su protocolo cuenta con listas de cotejo para las diferentes etapas. Incor-
pora una sección de “capacitación”, que tendría la finalidad de sensibilizar al personal 
especializado, reducir la impunidad y prevenir la repetición.

•	 Estado de México: destaca la inclusión de listas de cotejo que el personal ministerial 
puede imprimir y agregar a sus carpetas de investigación. Asimismo, cuenta con una 
guía práctica para la integración de carpetas de investigación de feminicidio. Es uno 
de los pocos protocolos que contempla diligencias específicas dirigidas a recabar 
información de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, Comisión Nacional de 
Seguros y Fianzas, Instituto de la Función Registral del Estado de México, compañías 
telefónicas, Instituto Nacional de Migración y CEEAV.

•	 Guanajuato: refiere un importante apartado sobre la supervisión en la aplicación del 
protocolo por parte del Ministerio Público, de la Policía Ministerial, de Servicios Peri-
ciales, Analistas de Información y de Atención Victimal, lo que redundaría en mayor 
certidumbre de armonizar los procedimientos operativos, así como en la posibilidad de  
formular propuestas de mejora al protocolo. Destaca que cuenta con un diagrama  
de flujo de diligencias iniciales/básicas durante la investigación ministerial de feminicidio.
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•	 Guerrero: su protocolo cuenta con listas de cotejo por etapa y separadas por opera-
dor. Asimismo, el Anexo 10 refiere preguntas básicas que debe contener un plan de 
investigación, el cual puede ser utilizado como guía.

•	 Jalisco: cuenta con cuadros y listas enunciativas que ayudan a comprender mejor la 
aplicación del protocolo.

•	 Michoacán: este protocolo contempla el derecho a la restitución, indemnización, reha-
bilitación, satisfacción y garantías de no repetición. Obliga a que se registre e integre 
una base de datos de homicidios de mujeres por razones de género.

•	 Oaxaca: cuenta con un extenso apartado de atención a víctimas. Asimismo, sintetiza 
aspectos clave en tablas y cuadros sinópticos, cuenta con un apartado completo sobre 
reparación del daño y contempla un capítulo completo sobre derechos de las víctimas 
indirectas, familiares y testigos durante la investigación y juzgamiento del delito.

•	 FGR: cuenta con cuadros de texto explicativos (prontas referencias).

•	 Puebla: cuenta con una lista de elementos mínimos que deben constar en la carpeta 
de investigación.

•	 Querétaro: dispone de un amplio apartado de protección de datos personales y difu-
sión de información sensible.

•	 Quintana Roo: su protocolo tiene un amplio apartado relativo a la atención a víctimas.

•	 Veracruz: cuenta con recomendaciones claras para evaluar la situación de riesgo de 
las víctimas indirectas.

•	 Zacatecas: contiene formularios y listas de cotejo útiles.
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Anexo 1  
respuesta a 

solicitudes de 
información de 
protocolos que 

no se encuentran 
a disposición del 

público o que han 
sido reservados
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